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RESUMEN 

En el presente análisis de caso, se analizó la causa N° 02281-2020-00308 dentro 

del proceso penal por el delito de Tráfico Ilícito de Sustancias Sujetas a Fiscalización, en 

relación al respeto al derecho al debido proceso en relación al derecho a la defensa que 

tiene el procesado, avocó conocimiento en audiencia de evaluación y preparatoria de 

juicio, la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda, en la cual uno de los procesados se 

acogió al procedimiento abreviado; mientras que al otro procesado se le dictó auto de 

llamamiento a juicio y en la audiencia de juicio resolvió el Tribunal de Garantías Penales 

de Bolívar, declarando la inocencia para dicho procesado, pero cabe enfocarse 

precisamente en que este proceso tuvo sus inconsistencias durante la etapa de instrucción 

fiscal, ya que el Fiscal del caso vulnero derechos constitucionales, al no despachar las 

diligencias solicitadas por uno de los procesados como mecanismos de defensa, y al 

connotarse vulneración de derecho a la defensa,  la Corte Constitucional del Ecuador se 

pronuncia en sentencia N° 2198-13/19 de fecha 04 de diciembre del 2019 que: “El 

derecho a la defensa supone iguales condiciones y oportunidades de las partes 

involucradas en el proceso para ser debidamente escuchado en actuaciones tales como 

presentar y analizar pruebas, e interponer recursos dentro de los plazos o términos.” 

(Ecuador C. C., Corte Constitucional del Ecuador, 2019). Revisado el presente expediente 

de este análisis de caso, el procesado como sujeto procesal, se ha evidenciado que los 

escritos presentados para que sean despachados dichas diligencias, fue dentro de los 

plazos de los 30 días de instrucción fiscal que dicto el Juez en la respectiva audiencia de 

flagrancia. 
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Así mismo la Corte Constitucional del Ecuador, en sentencia N° 2035-16-EP/21 

de fecha 28 de abril del 2021, establece que: “Para que exista la violación del derecho a 

la defensa, al sujeto procesal se debe dejar en la indefensión, esto quiere decir, que se le 

haya impedido comparecer al proceso o a una diligencia determinante del caso; o pese de 

haber comparecido no haya tenido el tiempo suficiente para preparar una defensa técnica 

adecuada o igualmente en razón de un acto u omisión de la autoridad judicial, el sujeto 

no haya tenido la oportunidad procesal de hacer uso de mecanismos de defensa, tales 

pueden ser presentar pruebas, impugnar una resolución” (Ecuador C. C., Corte 

Constitucional del Ecuador, 2021).   

En este caso de estudio, pues al procesado se le dejo en la indefensión, durante la 

etapa de instrucción fiscal, ya que en ningún momento se lo notificó del despacho de sus 

peticiones y menos aún para que asistiera ya que en ningún momento fue realizado dichas 

diligencias, que a la final estos elementos de descargos pueden utilizarse como pruebas 

en la respectiva audiencia de juicio. 

La indefensión, el Tribunal Constitucional Español, en sentencia N°64/1986, de 

fecha 21 de mayo 1986, la define como: “Una limitación de los medios de defensa 

producida por una indebida actuación de los órganos judiciales” (Español, 1986). Y es 

muy cierta la definición dictada por este Tribunal Español, porque dentro de muchos 

casos judiciales que maneja la función judicial ecuatoriana suceden, y no va ser excepción 

dentro de este caso de estudio, ya que el órgano extra judicial parte del Consejo de la 

Judicatura como lo es la Fiscalia General del Estado, el Fiscal del caso lo dejo en la 

indefensión al procesado. 

De igual manera la Constitución del Ecuador del 2008, defiende el derecho a la 

defensa y lo estipula en su artículo 76 numeral 7 literales a, b, c, y h: “que nadie podrá 

ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento; que se 

debe contar con el tiempo suficiente y con los medios adecuados para la preparación de 

la defensa, ser escuchados en el momento oportuno y en igualdad de condiciones y poder 

presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y 

replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se 

presenten en su contra” (Ecuador C. d., Lexisfinder , 2008).  

Por consiguiente, se connota también la violación al principio de igual de armas 

por parte del fiscal, este principio también conocido como el derecho a un proceso 
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equitativo o imparcial, que se caracteriza exclusivamente en que cada parte procesal 

pueda tener las mismas igualdades de actuación, y que el Fiscal sea objetivo y por el otro 

lado el juez sea imparcial, respetando las normas, reglas, y atribuciones que el mismo 

cuerpo legal faculta y ordena. Por lo tanto, en el presente caso de análisis, en la etapa de 

instrucción fiscal se evidencia que el Fiscal es superior al procesado, ya que por ser Fiscal 

puede solamente el ordenar y despachar las diligencias que sean convenientes dejando a 

un lado las del procesado, este principio rige en cuanto al derecho procesal, de que las 

partes son iguales ante la ley procesal, y según vaya avanzando el proceso, las partes 

gozaran de las mismas oportunidades para preparar su defensa. 

A partir de aquello, a la violación del derecho a la defensa, al principio de igual 

de armas, por parte del Fiscal del caso, se demuestra su actuar que no es objetivo en su 

investigación procesal, por lo tanto también viola el principio de objetividad que el 

Código Orgánico Integral Penal lo establece en su art. 5 numeral 21, la misma que expresa 

que: “ En el ejercicio de su función, la o el Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, 

a la correcta aplicación de la ley y al respecto a los derechos de las personas. Investigará 

no solo los hechos y circunstancias que funden o agraven la responsabilidad de la persona 

procesada, sino también los que eximan, atenúen o extingan” (Penal, Lexis Finder , 2014).  

A raíz de todo aquello evidenciado y expuesto en esta investigación, se engloba 

directamente a la violación al derecho al debido proceso existente dentro de este proceso 

análisis de estudio, derecho contemplado en el art. 76 de la Constitución de la República 

del Ecuador, que claramente da a conocer diferentes garantías del proceso que debe 

contener y debe ser garantizado, a todos los sujetos procesales a la vez respetados y 

cumplidos por las autoridades competente y órganos judiciales. 

El desarrollo de este trabajo se ejecutó a través de un análisis de cuerpos 

normativos, que versan a la Fiscalía del Estado, al ser una institución del derecho público 

del Ecuador, con la finalidad que tiene de dirigir e investigar un acto delictivo, llegando 

a cumplir con el respeto a la normativas, atribuciones y principios que la ley manda. 

Posteriormente, con el análisis de este caso se espera llegar a los lectores, 

estudiantes, catedráticos, profesionales, sobre la existencia de falencias, negligencias, 

errores; que suceden en el diario vivir de la Función Judicial. 

Palabras Claves 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

Derecho. - Según Hans Kelsen, lo define que es: “una ordenación normativa del 

comportamiento humano, mediante el sistema de normas que regulan el comportamiento” 

(Kelsen, 1982). 

Defensa. – “Es la acción o efecto de defender o defenderse, sobre un hecho o 

derecho alegado por la otra parte en juicio civil o criminal, y de esta manera oponiéndose 

a la parte contraria sobre la acusación realizada” (Torres, 2014). 

Igualdad. - “Es la equiparación de todas las personas ante la ley, ya que a todas 

ellas se la reconocen los mismos derechos, obligaciones y posibilidades, porque la misma 

ley no establece distinciones individuales respecto a aquellas personas de similares 

características” (Ossorio, 2018). 

Armas. - “Es aquel instrumento destinado al ataque o defensa; en relación de 

defensa judicial, las réplicas, pruebas, son armas como mecanismo de defensa” (Ossorio, 

2018). 

Sustancias. - Son elementos químicos que están compuestos por líquidos 

naturales o por laboratorios de fabricación. 

Sustancias de estupefacientes. - Más conocida como drogas, es aquella sustancia 

que al ser ingerido por un ser humano perturba exclusivamente al sistema nervioso central 

en lo principal al cerebro y la medula espinal dando como resultado un cambio de estado 

emocional, conciencia e inclusive de pensamientos. 

Tráfico. - Es el trasladar de un lugar a otro estas sean de personas, medios de 

transporte o de cosas.  
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Ilícito. – “Es aquel que no está autorizado por la norma jurídica que lo regula o 

incluso va contra la moral, la razón y los buenos hábitos” (Torres, 2014). 

Fiscalización. - Es el procedimiento por el cual se regula el cumplimiento de 

ciertas actividades en base a sus competencias a través de la normativa instaurada por el 

Estado dentro de su jurisdicción territorial. 

Procesado. – “Es aquella persona contra la cual se ha dictado dictamen acusatorio, 

en base a elementos de pruebas obtenidos durante la investigación procesal, a lo posterior 

comparecer ante un tribunal en la que se dictara sentencia de culpabilidad o de 

ratificatoria de inocencia” (Torres, 2014). 

Principio. – “Es aquella regla de optimización, que inicia y debe ser cumplida en 

el mayor tiempo posible sea esta de manera jurídica o real ya existente” (Alexy, 2019). 

Objetividad. – “Es aquel principio que requiere que actué de manera imparcial, 

resolviendo el objeto principal de investigación, apoyándose en base a datos y situaciones 

reales, dejando a un lado lo personal o del interés de otras personas, instituciones que no 

tienen nada que ver en el caso investigado, para finalmente concluir con hechos y 

conductas” (Ossorio, 2018). 

Principio de objetividad. - Es aquel principio destinado al ente investigador 

(Fiscalía), que tiene la facultad y obligación de investigar en la etapa no procesal y 

procesal penal, en un delito de acción penal pública, reuniendo tanto los elementos de 

cargo como los de descargo en la que agraven, eximan, extingan o atenúen la 

responsabilidad del imputado, llegando a buscar una verdad real ante un tribunal de 

justicia. 

Atribuciones. - Son aquellas actividades que debe realizar y cumplir los/las 

funcionarios de una institución pública y privada en sus diferentes departamentos 

existentes, que son otorgados por el Estado, en base a políticas y las permitidas por la ley. 

Tutela. - Es la potestad que tiene una persona adulta, concedida por la ley a través 

de un Juez para cuidar de un menor de edad y de administrar sus bienes, ya que aquel 

menor no tiene la capacidad legal para hacerlo por sí mismo. 

Tutela Judicial Efectiva. -  Es aquel derecho fundamental para las personas 

establecido en la Constitución de la República del Ecuador, que nace a partir de un 
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proceso al presentar ante un Legislador, buscando que se garantice una sentencia justa y 

no arbitraria quien a su vez debe resolverla. 

Debido Proceso. - Es aquel derecho que debe ser cumplida con todas las garantías 

y principios dentro de un proceso judicial, más aún en materia penal en la cual una persona 

es procesada. 

 

 

SIGLAS 

ConsE: Constitución de la República del Ecuador 

COIP: Código Orgánico Integral Penal 

COFJ: Código Orgánico de la Función Judicial 

CADH: Convención Americana de Derechos Humanos 

UJP: Unida Judicial Penal  

RAE: Real Academia Española  

OMS: Organización Mundial de la Salud  
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INTRODUCCIÓN 

El presente análisis de caso se presenta a los lectores, sobre la causa asignada con 

el N° 02281-2020-00308, que se llevó a cabo en la Unidad Judicial Penal del Cantón 

Guaranda, la misma que fue juzgada por el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, por 

el tipo penal de Tráfico ilícito de Sustancias Sujetas a Fiscalización, establecido en el art. 

220 numeral 1 literal c del COIP.  

Dentro del presente proceso, se realizó una ardua investigación, sobre el derecho 

al debido proceso, en relación a la garantía básica que tiene el procesado como lo es el 

derecho a la defensa, el principio de igualdad de armas y principio de objetividad, 

dándonos cuenta de esta manera como es el funcionamiento de la función judicial en el 

Ecuador. 

Es determinante que, en el proceso aludido, no se ha cumplido con totalidad lo 

que la normativa establece, a través de los diferentes cuerpos legales actuales en nuestra 

nación. Al ser un Estado constitucional de derechos a partir de la promulgación de la 

Constitución del 2008, tiene la finalidad evitar la arbitrariedad de los funcionarios 

judiciales y administradores de justicia, a través de la correcta aplicación de las normas, 

garantías de un verdadero debido proceso, a ser un juicio justo, quienes están obligados a 

respetar no solo derechos sino también garantías que favorecen a las partes procesales.  

Es necesario honrar lo que establece el art. 11 numeral 9 de la Constitución de la 

República del Ecuador del 2008, de que: “El más alto deber del Estado consiste en 

respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución” (República, 2008). 

Es así que el autor Alberto Suarez Sánchez, en su obra El debido proceso penal, 

expresa que: “el debido proceso consiste en que nadie puede ser juzgado sino de 
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conformidad con la ritualidad previamente establecida, para que se cumpla aquel axioma 

de que nadie puede ser condenado sin antes haberse oído y vencido en juicio con la 

plenitud de las formalidades legales” (Sánchez, El debido proceso penal, 2001). 

Por lo tanto, una de las garantías del derecho al debido proceso, es el derecho a la 

defensa que tienen las partes, en todas las etapas del proceso, pero se determina que no 

fue así en el proceso estudiado. Esta garantía puede ser cumplida a cabalidad, siempre y 

cuando las partes han podido gozar que aquellos derechos como es esencial menester en 

este caso, para el procesado los establecidos en los numerales a, b, c, y h del numeral 7 

del art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador. 

Para que cada una de las partes procesales, tengan un verdadero derecho a la 

defensa, se debe cumplir el principio de igualdad de armas que la doctrina lo establece, y 

normativamente se lo entiende como el principio de igualdad, es decir que las partes 

puedan hacer uso de cada uno de las garantías, derechos, y principios que le permite un 

Estado a través de los diferentes mecanismos de defensa, siempre respetando la normativa 

en el desarrollo de cada una de las etapas procesales en cualquier tipo de materia.  

Es esencial también entender, que para que una investigación pre procesal y 

procesal penal por parte de Fiscalía sea exitosa, su actuación debe ser netamente objetivo, 

buscando la veracidad de los hechos reuniendo tanto los elementos de convicción de cargo 

como los de descargo, y no enfocarse solamente en acusar, de esa manera se puede 

evidenciar el respeto al derecho al debido proceso.  

En consecuencia el presente trabajo de investigación, contempla varios capítulos, 

en lo que concierne al primer capítulo se realiza una minuciosa revisión a la presentación 

del caso a ser investigado, también los objetivos planteados; en el capítulo dos, se realiza 

un estudio de los antecedentes del caso, la fundamentación teórica sobre el tema que 

aporta a la investigación por parte de los tratadistas y la norma, también las respectivas 

respuestas a las preguntas formuladas, en el capítulo tres se establece la descripción del 

caso y la metodología aplicada; en el capítulo cuatro se da a conocer los resultados que 

se ha llegado a través de esta investigación y finalmente en el capítulo cinco se encuentra 

las conclusiones, bibliografía y anexos. 
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CAPITULO I: Presentación del Caso a ser investigado 

1.1.1 Descripción detallada del Análisis o Estudio de Caso. 

Caso No: 02281 – 2020 – 00308. 

Dependencia Judicial: Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda y Tribunal de 

Garantías Penales con sede en el Cantón Guaranda. 

Instrucción fiscal No: 020101820050032 

Materia: Penal. 

Líneas de investigación: Criminología, Ciencias forenses, y Seguridad Ciudadana. 

Tipo de Delito: Tráfico Ilícito de Sustancias sujetas a Fiscalización  

Lugar: Provincia Bolívar, ciudad Guaranda 

Denuncia (Noticia Criminis): Parte policial. 

Procesado o Sospechoso: Savinovich Espinoza Juan José y Lumbi Quisirumbay Josué 

Abraham. 

Sentencia: Condenatoria y Ratificatoria de Estado de inocencia. 

Año de la causa: 2020 

Año de Estudio: 2021 – 2022. 
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1.1.2 Presentación del caso 

El presente análisis de caso, con causa número 02281- 2020- 00308, por el 

presunto delito de TRÁFICO ILÍCITO DE SUSTANCIAS SUJETAS A 

FISCALIZACIÓN, inicia con el parte policial No: 2020051303551561104, del 13 de 

mayo del 2020, emitido por los policías los mismo que detallan que: 

En el Centro de Privatización de personas Adultas en Conflicto con la Ley de la 

ciudad de Guaranda, son aprehendidos dos ciudadanos de nombres  Juan José Savinovich 

Espinoza y Josué Abraham Lumbi Quisirumbay, el policía en el momento de su 

aprehensión procede a dar lectura de los derechos constitucionales estipulado en el Art 

77 numerales 3 y 4; debido a que el ciudadano Juan Savinovich realiza el ingreso de la 

encomienda, posteriormente se realiza el respectivo registro, en la que se encuentra los 

siguientes indicios: una tarrina de logotipo LAVA, cuyo interior se encontró cuatro 

fundas de plástico transparente con sustancia presumiblemente droga. 

Manifestando los dos ciudadanos aprehendidos de manera voluntaria que dicha 

encomienda era dirigido para personas privadas de libertad de nombres Washington 

Romero y Leonardo Asqui Pasos, y con el respectivo registro personal de cada uno se 

encuentra dos celulares de marcas Nokia y Samsung, por lo cual se da conocimiento al 

Fiscal de turno Abg. Cristian Lucio y conjuntamente con los peritos realizan las pruebas 

preliminares de campo, acta de verificación y pesaje dando un resultado positivo a 

Cocaína con peso neto de 86.2 y bruto de 88.6, y todos los indicios ingresados con cadena 

de custodia. 

Posteriormente, el Fiscal ordena realizar las siguientes diligencias como actos 

urgentes: receptación de versiones, reconocimiento del lugar de los hechos y pericias. 
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Las versiones de los policías de nombres Olivares Peña Fredy Selso y López 

Coloma Diego Alejandro, quienes en síntesis manifiestan que se remiten al parte policial, 

agregando que dieron a conocer inmediatamente a las Unidades de Narcóticos, para que 

realicen el respectivo procedimiento, luego se trasladan a una Casa de Salud, para el 

respectivo chequeo médico, finalmente obteniendo los certificados médicos. 

Entre las pericias realizadas constan: El informe de acta de entrega de evidencias 

a la bodega de acopio temporal, realizado por el Sgos. Wilmer Rodrigo Fierro Taco, en 

la que describe las características de los celulares.  

El informe de formulario único de cadena de custodia realizado por Sgos. Wilmer 

Rodrigo Fierro Taco, en la que detalla los datos de los indicios incautados. 

El informe pericial, de verificación y pesaje de la sustancia aprehendida, realizado 

por el Sgos. Wilmer Rodrigo Fierro Taco, detallando en la parte pertinente que es 

realizado con la balanza marca OHAUS, modelo SCOUT PRO SP202, obteniendo un 

resultado de peso bruto 88,60 gramos, peso neto de 86,20 gramos.  

El reconocimiento del lugar de los hechos, realizado por el Cbop. Julio Cesar 

Arteaga García, en la que concluye que el lugar objeto del reconocimiento si existe, se 

encuentra localizado en el Centro de Privación de Personas Adultas en Conflicto con la 

Ley, calle Elisa Mariño de Carvajal del Cantón Guaranda, describiendo como una escena 

“Cerrada”, de las siguientes características: construcción de cemento armado, de 2 pisos, 

color taxo, dicha calle es de circulación vehicular y peatonal, presenta aceras peatonales, 

postes de alumbrado público, tendido eléctrico.  

Para resolver la Situación Jurídica de los Aprehendidos, se realiza la respectiva 

audiencia de flagrancia ante la autoridad competente; el Fiscal con los elementos de 

convicción suficientes obtenidos, formula cargos solicitando el inicio de la etapa de 

Instrucción Fiscal, por el delito tipificado en el Art. 220 numeral 1 literal c del COIP, a 

su vez la medida cautelar de la Prisión Preventiva. 

El Juez dicta su resolución calificando la legalidad de la aprehensión, en cuanto 

no se han vulnerado Derechos Constitucionales, porque la aprehensión fue después de 

haber hecho el registro de la encomienda, y al no haber existido interrogatorios, por lo 

cual formula cargos dando el inicio de la Instrucción Fiscal con una duración de 30 días, 
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que comenzara a correr una vez que sean  habilitados los plazos y términos por la Corte 

Nacional de Justicia, suspendidos por la situación de la Emergencia Sanitaria por la 

Pandemia COVID 19, de acuerdo al  Decreto Ejecutivo número 1017-2020 de fecha 16 

de marzo del 2020, el Acuerdo Ministerial número126-2020 de fecha 11 de marzo del 

2020, suscrito por la Ministra de Salud Pública; resolución número 028-2020 de fecha 14 

de marzo 2020, y 038-2020 de fecha 17 de abril del 2020 por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura, la resolución número 04-2020 de fecha 16 de marzo del 2020, por el Pleno de 

la Corte Nacional de Justicia; a su vez el presente proceso se tramitará por el 

Procedimiento Ordinario, y finalmente se dicta la medida cautelar de la Prisión Preventiva 

para los dos ciudadanos, girando las respectivas boletas de encarcelamiento. 

Durante la etapa de Instrucción Fiscal; el Fiscal, reúne los siguientes elementos 

de convicción: 

El certificado emitido por la Librería San Pedro, en la que certifica que, si atendió 

al público el dia 13 de mayo 2020, en un horario de 08h00 hasta las 13h00. 

Las versiones de los procesados: De Juan José Savinovich Espinoza, manifiesta 

en lo pertinente que al haber llegado a la puerta de la cárcel el señor Josué Lumbi le dice 

que le dé  teniendo un ratito la funda porque le llamaron al celular, posterior el señor Solís 

le pregunta si voy a ingresar esa funda y digo si, luego le entrega al policía el cual me 

hace entrar, realizando el respetivo registro de la encomienda, me doy cuenta que el 

interior habido droga, entonces en ese momento me preguntan de quien le había dado la 

funda respondo que es Josué Lumbi, luego llega después de 10 minutos Lumbi y digo él 

es, le ingresaron a él también, y nos detuvieron a los dos. 

En cuanto de Josué Lumbi Quisirumbay, expresa en lo esencial de que recibió una 

llamada de Washington Romero entre eso de las once de la mañana, del día 13 de mayo 

2020, manifestándome que le debo entregar una funda a Savinovich, luego me llamaron 

al celular para que le dé comprando unas pinturas, yo venía comprando las pinturas y 

cuando estaba aquí el señor Savinovich me señala de que yo le he dado la funda, me hacen 

ingresar me requisan no encontrándome nada, y de ahí ya nos detuvieron, yo no sé porque 

estoy aquí, pero esa funda había tenido droga. 
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Un Certificado emitido por la Cooperativa de Ahorro y Crédito Guaranda, en la 

que remite la copia de los videos de seguridad de la entidad, correspondiente al dia 13 de 

mayo del 2020 desde las 11H30 hasta las 13H00. 

El informe pericial químico, realizado por el perito del Laboratorio de 

Criminalística y Ciencias forenses de la Provincia Chimborazo Dr. Wilson Edwin 

Moncayo Molina, que llega a la conclusión de que la muestra analizada es polvo granular 

de color blanco hueso, con peso de 0,2 gramos dando resultado para base de cocaína. 

Siendo así una vez terminada la Instrucción Fiscal, se lleva a cabo la respetiva 

audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, en esta etapa procesal, el Fiscal en base 

a los elementos de convicción obtenidos, realiza su dictamen acusatorio, pronunciándose 

en cuanto al procesado Josué Lumbi Quisirumbay de que se ha demostrado la 

materialidad y responsabilidad de su actuar en calidad de coautor, a la vez anuncia los 

medios de pruebas que sustentaran su acusación Fiscal en la respectiva etapa de juicio y 

solicita que se dicte el auto de llamamiento a juicio en su contra por adecuar su conducta 

al tipo penal del Art. 220 numeral 1 literal c del Código Orgánico Integral Penal. 

En cuanto al procesado Juan José Savinovich Espinoza, con asesoramiento de su 

Defensor Público, y su voluntad accede someterse al procedimiento abreviado, con los 

elementos de convicción obtenidos que demuestran la materialidad y responsabilidad, por 

lo cual solicito sea declarado culpable imponiéndole 20 meses de pena privativa de 

libertad. 

Mientras tanto la defensa técnica del procesado Abraham Lumbi Quisirumbay, 

manifiesta que Fiscalía, ha demostrado la materialidad pero no la responsabilidad del 

delito investigado y como elemento de prueba hace el uso del testimonio de mi defendido 

lo cual hay ley expresa de no autoincriminación y mediante las versiones de Savinovich 

y del policía Olivares, quiere demostrar Fiscalía la responsabilidad, al no existir ningún 

peritaje que demuestre que Lumbi tenía la funda, que conocía del contenido de dicho 

objeto, video en la que se visualice de que realizan juntos el ingreso de la encomienda, 

por lo tanto no se puede llevar a juicio, por tales consideraciones solicita que se dicte 

Auto de Sobreseimiento, y al no ser aceptada la solicitud, anuncia los medios de prueba, 

que sustentaran su teoría del caso en la respectiva etapa de juicio. 
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Tomando en consideración lo manifestado por los sujetos procesales, el Juez 

decide en cuanto al procesado Josué Abraham Lumbi Quisirumbay, al existir elementos 

de convicción suficientes, y demostrados en esta audiencia, dicta el Auto De Llamamiento 

a Juicio por haber adecuado su conducta al Art. 220 numeral 1 literal c) en calidad de 

coautor conforme el Art. 42 numeral 3) del COIP, se ratica las medida cautelares debiendo 

mantener su libertad, en cuanto a las pruebas se aceptan todas no hay exclusión alguna.  

En consiguiente, respecto de Juan José Savinovich Espinoza, se ha cumplido con 

todos los presupuestos jurídicos que permite la aplicación del procedimiento abreviado, 

dicta sentencia condenatoria por haber adecuado su conducta al Art, 220 numeral 1 literal 

c), imponiéndole a 20 meses de pena privativa de libertad, debiendo descontarse el tiempo 

privado de su libertad, en virtud a lo dispuesto al Art 69 numeral 1 literal c) se condona 

la multa, por lo tanto deberá cancelar como multa el 50% de un salario básico unificado 

del trabajador en general, al haber justificado extrema pobreza del sentenciado, a fin de 

dar cumplimiento a los dispuesto al artículo 78 de la Constitución de la República y 

numeral 6 del art, 622 y 628 del COIP, como mecanismo de reparación integral, se 

dispone que el sentenciado no vuelva a cometer los actos por los cuales se le ha impuesto 

la pena. Ejecutoriada que sea esta sentencia gírese la boleta de Encarcelamiento 

Al existir resolución de auto de llamamiento de Juicio, se realiza la respectiva 

audiencia de Juzgamiento, con la presencia de los sujetos procesales, una vez instalada se 

procede a dar inicio en primer lugar Fiscalía con el alegato inicial, dando a conocer su 

teoría del caso, seguidamente la práctica de sus pruebas, y finalizando con su alegato 

final, en lo posterior continua la defensa técnica del procesado en cual también en su 

alegato inicial expresa su teoría del caso, durante la práctica de la prueba el Juez Ponente 

hace la consulta al Procesado si desea rendir su testimonio o quiere acogerse el derecho 

al silencio; la misma que es expresada de acogerse derecho al silencio, en la práctica de 

la prueba no lo realiza, finalizando su intervención con su alegato final, una vez 

escuchadas y terminado las intervenciones de los sujetos procesales; el Tribunal analiza, 

delibera y anuncia su resolución, en cuanto a la materialidad si existe la infracción, con 

los informes periciales, la existencia del lugar donde se cometió la infracción y 

testimonios de los agentes que realizaron los informes que manifiesta que la sustancia 

incautada, llevada a estudio da positivo para base de cocaína con peso neto de 86,2 

gramos. Pero en cuanto a la responsabilidad existe ausencia ya que Fiscalía, renuncio al 
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testimonio del Señor Juan Savinovich, el testimonio del Agente de Policía Diego 

Alejandro López Coloma, es solo testigo referencial, ya que el no presencio dicha 

infracción de los procesados, sino que le llamaron para que vaya a ver lo sucedido, ya que 

se encontraba en la garita 2 y quien si estaba es el Sargento Olivares en el filtro 1, en tal 

sentido las pruebas debe tener nexo causal, mas no presunciones, por lo tanto Fiscalía 

durante la audiencia no ha probado los actos directos e inmediatos que el procesado haya 

ejecutado; el accionar del Señor Juan José Savinovich Espinoza, quien según la tesis de 

Fiscalía fue sentenciado como autor ilícito, y que su entender al entregar la sustancia que 

tampoco se probó que actuaron de forma conjunta con el mentado procesado, tras existir 

un acuerdo común intentaron ingresar una tarrina que contenía alcaloide al Centro de 

Privación de Libertad de Personas Adultas en Conflicto con la Ley de la ciudad de 

Guaranda, a fin de entregar a un interno amigo del procesado, circunstancias que no 

fueron corroborados en legal y debida forma. El Tribunal por unanimidad con el 

convencimiento de que no se ha desvanecido el estado de inocencia le corresponde al 

procesado, mismo que se encuentra consagrado Constitucionalmente y por Tratados 

Internacionales como la Convención Americana de Derechos Humanos o el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en observancia al art. 11.1 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, Administrando Justicia en el Nombre 

del Pueblo Soberano del Ecuador y por Autoridad de la Constitución y las Leyes de la 

República, se ratifica el Estado de Inocencia del procesado José Abraham Lumbi 

Quisirumbay y se levanta todas las medidas cautelares en su contra en la presente causa 

según lo establece el Art. 619 numeral 5 del COIP.  

Por consiguiente, en el presente caso de análisis se ha podido evidenciar la 

indebida actuación de Fiscalía, en cuanto a dos puntos esenciales que resultan ser 

analizados esta es: la violación del derecho al debido proceso, en relación al derecho a la 

defensa, en el estándar al principio de igualdad de armas y como segundo el criterio de 

objetividad que Fiscalía tiene como atribución cumplirlo. 

En lo referente a la violación al derecho al debido proceso en relación al derecho 

a la defensa que tiene todas las personas que son parte de un proceso judicial, este derecho 

garantizado en la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 76 numeral 7 

literal a; se connota su violación por parte de Fiscalía, en la etapa de Instrucción Fiscal  

al no despachar algunas de las peticiones mediante escrito solicitado por uno de los 
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procesados de nombres Josué Abraham Lumbi Quisirumbay, como mecanismo de 

defensas y de las despachadas al no ser realizadas las respectivas diligencias ordenadas 

por el agente Fiscal, incumpliendo finalmente con lo estipulado en el artículo 76 numeral 

7 literal b de la carta magna. 

 

 

 

1.2. Objetivos del Estudio de Caso. 

1.2.1. Objetivo Principal: 

Identificar en qué etapa procesal penal, existe la violación al derecho a la defensa y 

violación al principio de igualdad de armas y criterio de objetividad, dentro de la causa 

No: 02281-2020-00308, por el delito de Tráfico de Sustancias Sujetas a Fiscalización.  

1.2.2. Objetivos específicos: 

1.- Analizar la importancia del derecho a la defensa con relación a la actuación del Fiscal. 

2.- Estudiar la finalidad del principio de igualdad de armas, dentro de la causa N° 02281-

2020-00308, por el delito de Tráfico de Sustancias Sujetas a Fiscalización. 

3.- Describir la finalidad que tiene el principio de objetividad, como atribución del Fiscal, 

dentro del presente caso en estudio. 

 

 

 

 

 

 



25 
 

 

 

 

 

 

 

CAPITULO II: Contextualización del Caso 

2.1. Antecedentes del Caso 

El Estado Ecuatoriano a partir del año 2008, con la promulgación y vigencia de 

una nueva constitución, se caracteriza ya en un Estado garantista de derechos y justicia, 

estipulado en su artículo 1 inciso primero en la que expresa: “El Ecuador es un Estado 

constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, 

unitario, intercultural, plurinacional y laico” (Ecuador C. d., Lexisfinder , 2008). 

Por lo tanto, todas las personas que son parte de un proceso judicial, dentro de la 

jurisdicción ecuatoriana, tienen el derecho de que sean garantizados y cumplidos sus 

derechos establecidos tanto en la norma suprema, tratados internacionales y demás 

cuerpos legales que, al resolver un problema jurídico, estas sean aplicadas por medio de 

los servidores judiciales, y auxiliares de la función judicial. 

En consiguiente en cuanto al presente estudio de caso, cuando una persona está en 

un proceso de contienda penal, la constitución también garantiza el derecho al debido 

proceso estipulado en el artículo 76 inciso primero, que establece que: “En todo proceso 

en el que se determina derechos y obligaciones de cualquier orden se asegurará el derecho 

al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas” (Ecuador C. d., 

Lexisfinder , 2008). 

Asimismo en concordancia al artículo 8 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos pacto San José, garantiza que: “toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
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debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un Juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad a la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos 

y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter” (Humanos, 

1969). 

De igual manera en relación al derecho a la defensa que tiene toda persona, el 

artículo 76 numeral 7 literal a dice que: “Nadie puede ser privado del derecho a la defensa 

en ninguna etapa o grado del procedimiento” (Ecuador C. d., Lexis Finder, 2008). 

También lo que establece el artículo 76 numeral 7 literal b “Contar con el tiempo 

y con los medios adecuados para la preparación de la defensa” (Ecuador C. d., Lexisfinder 

, 2008). 

En concordancia también a lo que establece la Convención Americana de 

Derechos Humanos Pacto San José en su artículo 8 numeral 2 literal c de que: “Concesión 

al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa” 

(Humanos, 1969). 

También el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 14 

numeral 3 literal b, dispone a: “Contar con el tiempo y de los medios adecuados para la 

preparación de su defensa y a comunicarse con su defensor de su elección” (Políticos, 

1966). 

Es así que, al ser un Estado constitucional garantista de derechos y justicia, 

tenemos igualdad formal como material, para defendernos en un proceso penal, 

cumpliendo de esta manera el principio de igualdad de armas que la materia penal lo 

defiende, al ser un mandato primordial que consiste en que “Cada sujeto procesal, debe 

tener la oportunidad razonable para presentar sus pruebas en condiciones que no lo 

pongan en desventaja con respecto a su oponente” (Moratto, Derecho Penal y 

Criminología , 2021). 

Igualmente, la Convención Americana de Derechos humanos, establece la 

igualdad ante la ley en su artículo 24 que dice: “Todas las personas son iguales ante la 

ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley” 

(Humanos, 1969). 
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Además, también lo garantiza la Declaración Americana de Derechos Humanos, 

en su artículo 7 que establece lo siguiente: “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin 

distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección 

contra toda discriminación que infrinja esta declaración y contra toda provocación a tal 

discriminación” (hombre, 1948). 

Así pues, la etapa de Instrucción Fiscal, tiene como finalidad según el artículo 590 

del Código Orgánico Integral Penal: “Determinar elementos de convicción, cargo y 

descargo, que permitan formular o no una acusación en contra de una persona procesada” 

(Penal, Lexis Finder , 2014). 

Atribución que el Fiscal tiene, debiendo cumplir con lo que establece el artículo 

597 de la misma norma antes mencionada: “De que los sujetos procesales gozaran de la 

libertad para obtener los elementos que sustentan sus alegaciones, para lo cual podrán 

ejercer todas las actividades investigativas y utilizar los medios de prueba. También podrá 

presentar a la o el Fiscal los elementos de descargo que considere conveniente para su 

defensa. Si para obtenerlos se requiere de orden judicial, la o el Fiscal la obtendrá de la o 

el juzgador” (Penal, Código Orgánico Integral Penal , 2014 ). 

Al igual lo que determina el artículo 598 ibidem de que: “En la Instrucción, 

cualquiera de los sujetos procesales podrá solicitará a la o el Fiscal que disponga la 

práctica de las pericias que sean necesarias para obtener los elementos de convicción” 

(Penal, Código Orgánico Integral Penal , 2014 ). 

Existiendo así, el cumplimiento del principio de objetividad estipulada en el 

artículo 5 numeral 21, del mismo cuerpo legal antes aludida, en la que establece que: “En 

el ejercicio de su función, la o el Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, a la 

correcta aplicación de la ley y al respecto a los derechos de las personas. Investigará no 

solo hechos y circunstancias que agraven la responsabilidad de la persona procesada sino 

también los que la eximan, atenúen o extingan” (Penal, Código Orgánico Integral Penal , 

2014 ). 

Sin embargo, es importante en el Ecuador, para que se garantice la aplicación del 

derecho al debido proceso, se debe cumplir con todas las garantías básicas establecidas 

para el efecto, estipuladas ya en la Constitución del Ecuador en el artículo 76, en 

concordancias a lo que disponen el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos 
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Humanos y el artículo 14 numeral 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, las mismas que manda a ser aplicadas; pero en el presente análisis de esta causa, 

durante la etapa de instrucción fiscal,  no se ha cumplido por parte de Fiscalía, en relación 

a la garantía del derecho a la defensa que todos los sujetos procesales tienen de manera 

igualitaria, en este caso por el sujeto activo del hecho ilícito, a que pueda presentar 

elementos de descargos como mecanismos de defensa, cumpliendo de esta manera el 

principio de igualdad de armas, y no solo Fiscalía se incliné a reunir elementos que 

demuestren la existencia del delito, sino también elementos de descargo que atenúen la 

situación jurídica del procesado, sin dejar a ningún sujeto procesal en la indefensión 

derecho constitucional consagrado en el artículo 75 en la que establece: “Toda persona 

tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela judicial efectiva, imparcial, y 

expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 

celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones 

judiciales será sancionado por la ley.” (Ecuador C. d., Lexisfinder , 2008). 

En tal sentido, dentro del presente caso, se ha podido connotar y justificar la 

violación por parte del Fiscal, al derecho a la defensa la cual esta normada, al igual que 

los principios, por tal razón lo consiguiente e idóneo que debía haber hecho el Juez penal 

en la audiencia de Evaluación y preparatoria de Juicio, es de que se declare la nulidad de 

todo lo actuado hasta el momento, pero la decisión del Juez fue haber dictado su 

resolución de auto de llamamiento a juicio, mas no analizo sobre los vicios formales, la 

existencia de requisitos de procedibilidad, cuestiones prejudiciales, competencia y 

cuestiones de procedimiento que puedan afectar la validez del proceso de acuerdo a lo 

que establece el Art. 604 numerales 1 y 2 del Código Orgánico Integral Penal, por tal 

razón el presente caso en estudio, las actuaciones del Fiscal no se ajusta a derecho ya que 

vulneran derechos constitucionales y al igual que la decisión del Juez, deja en la 

indefensión del sujeto activo del hecho típico, al no garantizar la tutela judicial efectiva, 

que le permita creer en un verdadero cumplimiento del debido proceso y justicia.  
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2.2. Fundamentación Teórica del Caso. 

Antecedentes Históricos 

Es esencial, hacer un viaje al tiempo y conocer la historia de como inicio la 

penalización de este tipo de delitos, que solamente ha causado daño a la sociedad mundial 

en especial nuestra sociedad ecuatoriana, implementando principio de políticas jurídicas, 

legal y normativa. 

A partir de la década de los noventa, es decir en el año de 1990, se crea y entra en 

vigencia la primera normativa que regula las drogas ilícitas, esta normativa es la Ley 108, 

más conocida como Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, que en lo general 

contiene represión, prevención, y rehabilitación; no contiene una diferencia entre el que 

distribuye en menor escala, como el traficante en gran escala, para la aplicación de la 

respectiva sanción, sino más bien que todo es igualitario. 

Sus penas e infracciones son establecidas a partir de los artículos 57 al 64, que van 

de 12 a 16 años de pena privativa de libertad, adicionalmente el pago de una multa de 8 

mil salarios básicos unificados, se pueden entender que esta normativa solo era punible, 

quien infringía los verbos rectores como: elabore, produzca, fabrique o prepare las 

sustancias ilícitas, y también a quien ejerza la función de intermediador, transporte y 

trafique dicha mercadería o sea sorprendido en tenencia o posesión. 

Pero en el año 2008, se comete un error inexplicable por parte de la función 

legislativa, al despenalizar este tipo penal concediendo indultos en ciertos casos como lo 

fue a las mulas del narcotráfico, siempre que habían transportado menos de los 2 kilos y 

cumpliendo al menos un año de prisión para que puedan acceder a este beneficio injusto, 

ya que abre las puertas a la negociación de despenalización, y a la fácil comercialización 

causando daño al Estado y a la sociedad.  
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Esta problemática social, fue tan preocupante para la función ejecutiva es ahí que 

en la presidencia de Rafael Correa, con la colaboración de su gabinete en el 2011, 

presentan un proyecto de creación una nueva normativa como es el Código Orgánico 

Integral Penal (COIP), que hasta la actualidad está vigente, implementando en su proyecto 

cambios como la incorporación de ciertos articulados de los cuerpos normativos como es 

el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, las sanciones en infracciones y 

delitos en materia de tránsito que antes constaba en la Ley Orgánica de Transporte 

Terrestre Tránsito y Seguridad Vial, y en especial esta Ley de Sustancias Estupefacientes 

y Psicotrópicas, convirtiéndolo en uno solo; otro cambio esta la represión de este tipo 

penal con mayor fuerza estableciendo penas privativas de libertad de 19 a 25 años. 

Hoy podemos diferenciar la existencia de ciertos cambios existentes en la 

normativa del COIP, que se hace una clasificación de las penas a dictarse dependiendo a 

la escala establecida como son: la mínima, media, alta y gran escala. Pero algo no 

existente ni tanto en la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas como en el 

COIP, es la punibilidad al consumo personal de estas sustancias, por el simple hecho de 

que se está yendo contra la criminalización y derechos constitucionales amparados al 

artículo 364 de la Constitución del Ecuador. 

Tráfico ilícito de Sustancias Sujetas a Fiscalización  

En el Ecuador se ha connotado, que el tráfico ilícito de sustancias sujetas a 

fiscalización, es una tarea de todos los días para la administración de justicia, que en base 

a la ayuda de instituciones que forman parte del Estado como es la policía y el ejército 

Ecuatoriano, en el ejercicio de sus funciones han incautado una gran cantidad de 

sustancias de estupefacientes y psicotrópicas como es la pasta base de cocaína, heroína, 

clorhidrato de cocaína, mariguana, anfetaminas, metilendioxifenetilamína y éxtasis; sean 

estos en allanamientos o en flagrancias, haciendo hoy en la actualidad ya no como un uso 

personal, ni medicinal, sino más bien comercial causando una problemática de salud, 

comportamiento, a la sociedad según en el lugar donde se comercialice, aún más ahora 

incluyéndose disputa de territorios entre pandillas, las cuales ocasionan múltiples actos 

ilícitos como asesinatos, homicidios, es así que se ha visto en la tarea del Estado a través 

de los diferentes funciones que forman parte del Estado, el trabajo de como minimizar 

más no terminar esta problemática ya que es difícilmente hacerlo, pero si poder tomar el 

control de cómo manejarlo con una eficiente instauración normativa, legal y correcta 
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aplicación de la norma, una verdadera rehabilitación social y generación de fuentes de 

trabajo, para que de esa manera no vivan de la comercialización de la estas sustancias, 

sino más bien con un trabajo legal puedan sustentar su vida normal y en buena salud.  

La organización mundial de la salud (OMS), también ha evidenciado que esta 

problemática es mundial, ya que la violencia y el crimen organizado al tráfico ilícito de 

drogas, han tomado con mayor fuerza espacios en los diferentes territorios en especial en 

América Latina, como es México, Brasil, Colombia, Venezuela, Bolivia, Perú y Ecuador, 

por tal razón ha sido menester la creación de un cuerpo legal, está siendo el tratado de la 

Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Psicotrópicas de 1998; luchando así contra los grandes carteles de drogas, que 

cada día realizan su tráfico y comercialización a los grandes países consumidores en lo 

principal Estados Unidos y al continente Europeo. 

Definiciones/conceptualizaciones. 

Sustancias de Estupefacientes y Psicotrópicas. 

La OMS, con la institución parte de esta organización como lo es la Organización 

Panamericana de la Salud (OPS), lo denominada a esta problemática como sustancias 

psicoactivas, que es la composición de elementos que actúan en el sistema nervioso, 

causando daños en las funciones que regula el pensamiento, emociones y 

comportamientos al consumir estas sustancias. 

Para su mejor comprensión, la sociedad la conoce más con el nombre de droga, y 

que es la droga. 

Según el diccionario de la Real Academia Española, la define como: “cualquier 

sustancia, mineral, vegetal, o animal, que es empleada en la medicina, en la industria, o 

en las bellas artes” (Española, 2022). 

Tambien la OMS, la define a la droga como: “toda sustancia introducida en el 

cuerpo, al ingerir por cualquier vía, la cual procude una alteración al natural 

funcionamiento del sistema nervioso central del ser humano, finalmente creando 

dependencias psicológicas y físicas” (Salud, Infodrogas, 2022). 
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Las diferentes sustancias de estupefacientes y psicotrópicas contienen una cierta 

clasificación estas son:  

1.- Depresores.- Esta ataca al sistema nervioso central, causando disminuciones 

corporales y psíquicas entre ellas esta: el alcohol y sedantes. 

Alcohol.- Según la Organización Mundial de la Salud la define como 

cualquier deterioro en el funcionamiento físico, mental y social del ser humano, 

causando transtornos mentales en el cerebro” (Salud, Clínica Universidad de 

Navarra, 2022). 

Este tipo de droga, al consumir una persona, hace que pierda el conocimiento, 

comportandose de manera incontrolable, hasta la estabilidad física llegando aun más a 

una situación grave como la muerte. 

Sedantes: Son especialmente sustancias químicas, compuesta ya en 

fármacos como es pastillas. 

2.- Estimulantes.- Según el Ministerio de Justicia y del Derecho de Colombia la 

define que estas: “Excitan la actividad psíquica y del sistema nervioso central y 

adicionalmente el ritmo de otros órganos y sistemas orgánicos” (Colombia M. d., 2022).  

Entre las principales estan: la nicotina y éxtasis 

Nicotina.- Según el Instituto Nacional del Cáncer, la define que: “es una 

sustancia química hallada en el tabaco, al igual se puede producir en laboratorios, 

esta produce en el corazón de una persona que la consume, el aumento frecuente 

de latidos consumiendo más oxígeno, finalmente produciendo sensación de 

bienestar y relajación” (Cáncer, 2022). 

Éxtasis.- Es una droga producida por laboratorios, su nombre científico es 

metilendioximetanfetamina, cuyo efecto es causar alucinaciones, y son más 

consumidos por adolescentes y jóvenes adultos ya que sube las sensaciones al 

momento de estar en fiestas, bailes acompañados de música. 
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3.- Opiáceos.- Estas drogas son especialmente para el tratamioento del dolor, y al 

haber consumido intensamente y al momento de dejarlo causa abstinencia. Los 

principales son: la morfina y heroína. 

Morfina.- Es un analgésico muy fuerte, que ayuda a calmar el dolor, 

minimizando los efectos de las endorfinas. 

Heroína.- Es una droga que esta elaborado a partir de la morfina, y su 

consumo es adictivo, que causa daño al sistema nervioso central, y por ser muy 

dañino a la persona su comercialización no esta permita por ser una droga ilegal. 

4.- Alucinógenos.- Según el Ministerio de Justicia y del Derecho de Colombia lo 

conceptualiza que es: “Capaz de perturbar y distorcionar, la percepción sensorial del ser 

humano, interfiriendo su estado de conciencia y facultades cognitivas, causando 

alucinaciones” (Colombia M. d., 2022). 

PCP.- Es conocida como fenciclidina, esta droga peligrosa es utilizada 

como anestesia, cuyo efecto produce alucinógenos y neurotóxicos, sus 

presentaciones pueden encontrar en polvo o en pildora. 

LSD.-  Esta droga es consumida por la persona dividiendo en cuadritos, 

puede ser chupando o tragandose, produciendo efectos alucinógenas, que les 

permite ver como cambia el mundo en la que les rodea. 

Tipos de Sustancias Sujetas a Fiscalización en el Estado Ecuatoriano. 

Con la promulgación de la nueva normativa de carácter penal como es el Código 

Orgánico Integral Penal (COIP), en su artículo 220, establece cuales son las sustancias de 

estupefacientes y psicotrópicas ilegales, y estas son: la heroína, pasta base de cocaína, 

clorhidrato de cocaína, marihuana, anfetaminas, metilendioxifenetilamína y éxtasis. 

Heroína. - Es una droga fuertemente adictiva, que al consumir produce 

tolerancias rápidamente. 

Pasta base de cocaína. – Es una sustancia de carácter adictiva, que produce 

rápidamente excitación y bienestar al ser ingerida, por más que se quiera evitar consumir 

más es la persecución. 
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Marihuana. – Esta droga es preparado a base de hojas del cannabis, produciendo 

al consumir fumando con acompañamiento del tabaco, sensaciones alucinógenas y 

euforizantes, al abusar de esta puede causar dependencia; otro efecto secundario ha sido 

medicinal terapéuticas previniendo y curando cáncer, vómitos, dolores musculares. 

Anfetaminas. -  Es una droga estimulante, que al consumir producen sensaciones 

de placer, pero al consumir en cantidad induce pánico, paranoia y alucinaciones. 

Éxtasis. - Esta droga alucinógena, excita quien consume; produciendo efectos 

como nauseas, escalofríos, perdida correcta de la visión, sudoración, si su consumo es 

fuerte puede llegar a la muerte. 

Tabla de escala de sustancias estupefacientes según el COIP. 

Sustancias Estupefacientes 

Escala 

Gramos 

Heroína Pasta base de 

cocaína 

Clorhidrato de 

cocaína 

Marihuana 

Peso neto  Míni

mo 

Máximo Mínimo Máxim

o 

Mínimo Máximo Mínimo Máximo 

Mínima 

Escala 

>0 0,1 >0 2 >0 1 >0 20 

Mediana 

Escala 

>0,1 0,2 >2 50 >1 50 >20 300 

Alta 

Escala  

>0,2 20 >50 2000 >50 5000 >300 10000 

Gran 

Escala 

>20  >2.000  >5.000  >10.000  

Elaborado por: Javier Fernando Mejía Tene 
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Fuente: Resolución N° 002-CONSEP-CD2015, del consejo Directivo Nacional de control de sustancias 

Estupefacientes y Psicotrópicas. 

 

 

Sustancias Psicotrópicas 

Escala 

Gramos 

Anfetaminas Metilendioxifenetil

amína (MDA) 

Éxtasis (MDMA) 

Peso neto  Mínimo Máximo Mínimo Máximo Mínimo Máximo 

Mínima 

Escala 

>0 0,090 >0 0,090 >0 0,090 

Mediana 

Escala 

>0,090 2,5 >0,090 2,5 >0,090 2,5 

Alta 

Escala  

>2,5 12,5 >2,5 12,5 >2,5 12,5 

Gran 

Escala 

>12,5  >12,5  >12,5  

Elaborado por: Javier Fernando Mejía Tene 

Fuente: Resolución N° 002-CONSEP-CD2015, del consejo Directivo Nacional de control de sustancias 

Estupefacientes y Psicotrópicas. 

Tipificación del delito de Tráfico Ilícito de Sustancias Sujetas a Fiscalización. 

Dentro de la normativa penal ecuatoriano se encuentra establecida en el Código 

Orgánico Integral Penal en su artículo 220 numeral 1 que detalla que: “La persona que 

directa o indirectamente, sin autorización o incumpliendo requisitos previstos en la 

normativa correspondiente:  
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1.- Trafique, sea que oferte, almacene, intermedie, distribuya, compre, venda, 

envié, transporte, importe, exporte, tenga o posea con el propósito de comercializar o 

colocar en el mercado sustancias estupefacientes y psicotrópicas o preparados que las 

contengan, en las cantidades señaladas en las escalas previstas en la normativa pertinente, 

será sancionada con pena privativa de libertad de la siguiente manera: 

a) Mínima escala, de uno a tres años. 

b) Mediana escala, de tres a cinco años. 

c) Alta escala, de cinco a siete años. 

d) Gran escala, de diez a trece años.” (Penal, Código Orgánico Integral Penal , 

2014 ). 

Entonces se puede, entender que este tipo penal está tipificado en el COIP, 

contendiendo una variedad de verbos rectores que se debe tener en cuenta al momento de 

formular cargos y al final acusar en audiencia de juicio por parte del Fiscal. 

Bien jurídico protegido 

Para comprender cual es el bien jurídico protegido dentro de este tipo de delitos, 

hay que comprender que es un bien jurídico protegido. 

Según Von Liszt, la define como: “Un interés vital para el desarrollo de los 

individuos de una sociedad determinada, que requiere reconocimiento jurídico” (Liszt, 

2009). 

Entonces, entendiendo al bien jurídico protegido, como un derecho consagrado 

tanto en la Constitución del Ecuador como en tratados internacionales, cuando estos 

derechos han sido vulnerados al cometerse delitos, por ello dentro del tipo penal de tráfico 

ilícito de sustancias sujetas a fiscalización, es la salud, mismo que esta establecido en la 

Constitución del Ecuador. 

Conducta Típica 

Esta figura penal y antijurídica, se manifiesta a través del comportamiento, es 

decir cuando el sujeto activo comete una infracción esta sea un delito o contravenciones, 
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y su actuar sea por acción u omisión, transgrediendo la normativa, en el presente caso de 

estudio esta conducta está establecida en el Art. 220 y su numeral 1 indicando que “la 

persona que directa o indirectamente, sin autorización o incumpliendo requisitos 

previstos en la normativa correspondiente, trafique, oferte, almacene, intermedie, 

distribuya, compre, venda, envié, transporte, importe, exporte, tenga o posea con el 

propósito de comercializar o colocar en el mercado sustancias estupefacientes y 

psicotrópicas o preparados que las contengan” (Penal, Código Orgánico Integral Penal , 

2014 ). 

Protección Constitucional en el derecho de la salud con referencia a las 

adicciones de drogas, sustancias de estupefacientes y psicotrópicas. 

Este derecho, está consagrado en el artículo 364 de la ConsE, que dice: “las 

adicciones son un problema de salud pública. Al Estado le corresponderá desarrollar 

programas coordinados de información, prevención y control del consumo de alcohol, 

tabaco y sustancias estupefacientes y psicotrópicas; así como ofrecer tratamiento y 

rehabilitación a los consumidores ocasionales, habituales y problemáticos. En ningún 

caso se permitirá su criminalización ni se vulnerarán sus derechos constitucionales. 

El Estado controlará y regulará la publicidad de alcohol y tabaco.” (República, 2008). 

El derecho al debido proceso 

El derecho al debido proceso, es un derecho constitucional, que todas las personas 

tienen dentro de un proceso sea esta administrativa, o judicial, en la que se debe cumplir 

con todas las garantías establecidas tanto en la constitución del ecuador, cuerpos 

normativos y tratados internacionales, este derecho lo encontramos consagrado en el 

artículo 76 de la ConsE, que expresa lo siguiente: “En todo proceso en el que determinen 

derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso, 

que incluye ciertas garantías básicas” (República, 2008). 

El profesor Alfonso Zambrano Pasquel, expresa tambien que: “El debido proceso, 

es un principio general del derecho y por tanto fuente de derecho procesal y del derecho 

sustantivo o material, informador de todos los órganos jurisdiccionales, y vinculante al 

legislador y a la jurisprudencia constitucional y ordinaria” (Pasquel, 2005). 
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Es notorio, que el debido proceso se enmarca en respetar los derechos 

fundamentales, que es desarrollada a traves del ambito jurisdiccional pero amparado por 

la constitución de la República, los cuerpos normativos y los tratados internacionales. 

Asi mismo el Dr. Luis Cueva Carrión se refiera al debido proceso como: “Una 

garantía constitucional, que consiste en asegurar de que todos los individuos deben ser 

escuchados en el proceso en que se juzga su conducta, con razonables oportunidades para 

la exposicion y prueba de sus derechos” (Carrión, 2001). 

De todo lo expuesto, se entiende que el debido proceso, son derechos de las 

personas tanto de carácter sustantivo como procesal, establecida en la Carta Magna, 

buscando la igualdad entre las partes procesales, la tutela judicial efectiva, con la finalidad 

de obtener un juicio justo, sin dilaciones, e imparcial, sumándose a este el respeto a las 

garantías constitucionales y principios, y esperando de los órganos judiciales y 

administrativos un proceso transparente. 

Por su lado la ConsE, en su art. 169 estipula que: “El sistema procesal es un medio 

para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de 

simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y 

harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola 

omisión de formalidades” (República, 2008). 

En el art. 76 de la ConsE, se encuentra establecidos un conjunto de principios, que 

deben ser aplicados por los poderes públicos, en todo tipo de procesos entre ellas tenemos: 

el de legalidad, igualdad, derecho a un juez imparcial, el derecho a ser juzgado sin 

diliciones indebidas, el principio non bis in ídem y cosa juzgada, derecho a la defensa y 

presunción de inocencia, la garantía de la publicidad, el derecho a una sentencia justa, el 

principio de doble instancia, la tutela judicial efectiva. Pero en el presente caso se 

estudiara el derecho a la defensa y el principio de igualdad. 

Derecho a la defensa 

El derecho a la defensa, es un derecho constitucional establecido en el artículo 76 

numeral 7, que dice que: “El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 

garantías:  
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a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 

procedimiento.  

b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su 

defensa.  

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.  

d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. 

Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento.  

e) Nadie podrá ser interrogado, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía 

General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, sin la presencia de un 

abogado particular o un defensor público, ni fuera de los recintos autorizados para el 

efecto.  

f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no 

comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento.  

g) En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su 

elección o por defensora o defensor público; no podrá restringirse el acceso ni la 

comunicación libre y privada con su defensora o defensor.  

h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea 

asistida y replicar los argumentos de las otras partes; presentar pruebas y contradecir las 

que se presenten en su contra.  

i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los 

casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto.  

j) Quienes actúen como testigos o peritos estarán obligados a comparecer ante la 

jueza, juez o autoridad, y a responder al interrogatorio respectivo.  

k) Ser juzgado por una jueza o juez independiente, imparcial y competente. Nadie 

será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones especiales creadas para el 

efecto.  

l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 

motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se 

funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los 
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actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados 

se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.  

m) Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se decida 

sobre sus derechos.” (República, 2008). 

La norma antes citada, nos comtempla varias garantías que deben ser aplicables 

desde el inicio de un proceso y durante cuanto dure la misma, esto quiere decir desde que 

una persona es citada con la respectiva demanda en el ámbito civil, y la denuncia o 

querrella en el ámbito penal, para de esa manera actuar, preparar su defensa, y el poder 

público haciendo valer cada uno de los derechos que tienen  las partes que se encuentran 

inmiscuido en un proceso sea cual sea la materia en disputa. También el derecho a defensa 

es un derecho fundamental que toda persona sea esta natural o jurídica, o de algún 

colectivo, tiene para defenderse ante un tribunal de justicia, sobre los cargos que le 

imputa, garantizando las garantías de igualdad e independencia judicial. 

A su vez el tratadista Hernando Londoño Jiménez, lo define que: “Es un derecho 

inviolable en las diversas etapas del proceso. En el sumario y en el juicio, el acusado, 

como principal protagonista del proceso penal, está severamente protegido y escudado en 

la inviolabilidad de su pleno derecho a defenderse dentro de los lineamientos legales del 

estatuto procesal” (Jiménez, 1993).  

En relación a lo establecido por el tratadista, este derecho dentro del presente fue 

vulnerado en la etapa de instrucción fiscal, por parte del Fiscal, no despachar las 

diligencias solicitadas por el procesado, para así obtener elementos de convicción de 

descargo, que serán utilizados a lo posterior como pruebas en la audiencia de juicio, pero 

notamos que la doctrina, la jurisprudencia y la normativa solo son letras muertas en el 

sistema judicial ecuatoriano. 

También los tratados y convenios internacionales, en que el Ecuador es parte, 

establece el derecho a la defensa, que incluye ciertos derechos en el art. 14.3 del Pacto de 

Derechos Civiles y Políticos y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 

y estos son: “a ser informado detalladamente de los cargos y de defenderse, a ser asistido 

por un defensor sea de elección o proporcionado por el Estado, la designación de un 

interprete en caso de que no se comprenda el idioma, y contar con el tiempo y los medios 

adecuados para la preparación de su defensa” (Humanos, 1969). 
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Principio de igualdad de armas 

Esta figura, al connotarse la mínima importancia, no ha sido objeto de estudio 

profundo en la doctrina y jurisprudencia ecuatoriana, pero a raíz de conocer este caso en 

estudio, me ha permitido hacer un estudio minucioso, la cual tiene por objeto dar una 

claridad exacta a la existencia de la violación a este principio, al momento que el 

procesado como sujeto de derecho, en la etapa de instrucción fiscal se le ha visto 

vulnerado, en relación al derecho a la defensa. 

Este principio ya nace desde la antigua Grecia así lo recalca Simón Moratto en su 

libro el principio de igual de armas un análisis conceptual y se le conoce como: “la 

máxima audi alteram partem, que quiere decir la igualdad de los ciudadanos ante la ley, 

y que era considerada un medio esencial para la toma de decisión de calidad y un precepto 

de justicia” (Moratto, El Principio de igualdad de armas: un análisis conceptual. Derecho 

Penal y Criminología. Universidad Externado de Colombia , 2021). 

En relación en materia probatoria en Atenas, establecía que: “El derecho 

consagraba ciertas prorrogativas, la posibilidad del acusado de extraer material probatorio 

de los interrogatorios, hearsay evidence era inadmisible por regla general, se admitía la 

tortura como un instrumento para llegar a la verdad” (Moratto, El Principio de igualdad 

de armas: un análisis conceptual. Derecho Penal y Criminología. Universidad Externado 

de Colombia , 2021). 

En cuanto Roma, continuo con la línea aplicada por Atenas y del Digesto 

Justiniano que prescribía que: “Un padre no podía matar a su hijo, sin antes haberle 

otorgado la posibilidad de ser escuchado” (Moratto, El Principio de igualdad de armas: 

un análisis conceptual. Derecho Penal y Criminología. Universidad Externado de 

Colombia , 2021). 

La Corte Constitucional de Colombia lo define a este principio indicando que: “En 

el marco del proceso penal, las partes enfrentadas, esto es, Fiscalía y la defensa, deben 

estar en posibilidad de acudir ante el Juez con las mismas herramientas de persuasión, los 

mismos elementos de convicción, sin privilegios ni desventajas, a fin de convencerlo de 

sus pretensiones procesales. Este constituye unas de las características fundamentales de 

los sistemas penales de tendencia acusatoria, pues la estructura de los mismos, contrario 
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a lo que ocurre con los modelos de corte inquisitivo, es adversarial, lo que significa que 

el escenario del proceso penal, los actores son contendores que se enfrentan ante un Juez 

imparcial en un debate, al que ambos deben entrar con las mismas herramientas de ataque 

y protección” (Colombia C. C., 2008).  

En derecho procesal penal, este mandato dice Simón Moratto que: “Se materializa 

de una forma muy específica. El proceso es ante todo un diálogo entre las partes, a través 

del cual se intenta encontrar la verdad. Para que esa comunicación sea racional, debe 

contar con una serie de presupuestos entre ellos el principio de igualdad, el debate debe 

ser en dos puntos esenciales el primero en igualdad de oportunidades de participación, y 

la segunda la exigencia de que los razonamientos esgrimidos o las conclusiones a las que 

se llega deben ser aplicables a todos de la misma manera” (Moratto, El Principio de 

igualdad de armas: un análisis conceptual. Derecho Penal y Criminología. Universidad 

Externado de Colombia , 2021). 

Una de las cosas importantes que se debe tener en cuenta es que el derecho 

procesal penal, la Fiscalía tiene una ventajosa posición, que la defensa del procesado, por 

el mismo hecho que su estructura organizacional goza la parte acusatoria. Pero este 

principio se inclina la balanza en favor del acusado, permitiendo así alcanzar una 

condición más que la Fiscalía. 

Para encontrar la violación al principio de igualdad de armas, entre la Fiscalía y 

la defensa, es esencial observar el proceso como un todo, es decir cuando se haya 

cumplido con todas las etapas del proceso penal. 

Así también la Corte Constitucional de Colombia en sentencia C-536 del 2008 

establece que este principio tiene por objeto: “Garantizar que el acusador y el acusado 

tengan a su alcance posibilidades reales y ciertas para ejercer sus derechos y las 

herramientas necesarias para situarse en un equilibrio de poderes y hacer respetar sus 

intereses. También supone la existencia de dos partes en disputa y se estructura como un 

mecanismo de paridad de lucha, de igualdad de trato entre los sujetos procesales o de 

justicia en el proceso” (Colombia C. C., 2008). 

Este principio se fundamenta esencialmente a dos directrices de igualdad que 

deben ser respetados estas son la formal y material.  
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La formal según el autor Albert Suárez Sánchez, lo describe que: “Todos los 

hombres son destinatarios de las mismas normas y están sometidos a las mismas 

instituciones y tribunales” (Sánchez, El debido proceso penal , 2001).  

Es decir que todos los sujetos procesales reciben el mismo tratamiento frente al 

ordenamiento jurídico. 

También la doctrina en cuanto a este principio, indica que al tenerse como 

relevante, de ninguna manera se atente contra la dignidad, el buen nombre de una persona, 

ya que es el supremo valor que obtiene, por lo tanto el Estado a través de poderes públicos 

(Fiscalía), no puede meterse con el hombre para que el haga lo que le convenga en 

determinado momento histórico, causando de esa manera conmociones internas, sociales, 

y más aún problemas psicológicos e injusta cumplimiento de penas por parte del 

procesado, al no aplicarse correctamente la ley. 

Igualdad material, se dice que: “Opera en una sociedad de necesidades no 

satisfechas del ser humano, y en donde el egoísmo es nota predominante en las relaciones, 

este busca remediar esa situación cerrando las grandes brechas a través de la 

redistribución del producto nacional en el mayor número posible de personas, exigiendo 

la igualdad en el punto de llegada, en la meta, y ese objetivo solo se puede alcanzar con 

la tesis de la igual satisfacción de las necesidades básicas. Y Rousseau sostenía: que 

ningún ciudadano sea tan rico como para poder comprar a otro, ni ninguno tan pobre 

como para verse obligado a venderse” (Sánchez, El debido proceso penal , 2001). 

Estos tipos de igualdad se reconoce y garantiza a las personas, en el art. 66 numeral 

4 de la ConsE, que dice: “Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no 

discriminación” (República, 2008). 

Este principio tiene una estrecha relación en nuestra legislación ecuatoriana 

conocida como el principio de igualdad, establecida en el art. 11 numeral 2 de la ConsE, 

que estipula lo siguiente: “Todas las personas son iguales y gozarán, de los mismos 

derechos, deberes y oportunidades. Nadie será discriminado por ninguna índole. La ley 

sancionará toda forma de discriminación” (República, 2008). 

También en el art. 75 de la ConsE, lo encontramos en la que indica: “Toda persona 

tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela judicial efectiva, imparcial, y 
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expedita de sus derechos e interés, con sujeción a los principios de inmediación y 

celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones 

judiciales será sancionado por la ley” (Ecuador C. d., Lexis Finder, 2008). 

También la Convención Americana de Derechos Humanos, establece que todos 

somos iguales ante la ley en su artículo 24 que dice lo siguiente: “Todas las personas son 

iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 

protección de la ley” (Humanos, 1969). 

La Convención Americana de derechos Humanos, ordena a que los estados que 

son parte, también garantice este principio en su art. 1 numeral 1 esto es de que: “Se 

respete los derechos reconocidos en ella, y garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 

persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 

color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas, o de cualquier otra índole, origen 

nacional o social, posición economica, nacimiento o cualquier otra condición social” 

(Humanos, 1969). 

Para Iñaki Esparza Leibar, sostiene que: “Este principio garantizará que todas las 

partes dispongan de igualdad de medios para la defensa de sus respectivas posiciones; lo 

que debemos entender en este lugar no es que las partes son iguales, pues no lo son por 

el simple desigualdades sean estas circunstancias como de hecho, economía, cultura; y 

por esta desigualdad quedarán automáticamente proscritas las posibilidades de existencia 

de privilegios para alguna de ellas” (Leibar, 1995). 

Por otro lado, Benigno Humberto Cabrera Acosta, se refiere a que este principio: 

“Es aquel que se desarrolla en todo el proceso con la igualdad de oportunidades que la 

ley establece para el demandante y para el demandado, lo mismo que para el sindicado y 

el ministerio público” (Acosta, 1982). 

Este principio instaurado en materia de derecho penal, no es aplicado a cabalidad 

por parte de los órganos auxiliares de la función judicial, como es la Fiscalía, este 

principio ataca cuando unos de los sujetos procesales como es Fiscalía como titular de la 

acción penal pública, no le permite defenderse en el mismo nivel, al hacer peticiones de 

que se evacue elementos de descargo, que le va permitir a la final en la audiencia de 

juicio, en la práctica de pruebas demostrar la inocencia al tipo penal que Fiscalía acusa.  
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Principio de objetividad 

Este principio atribución total del Fiscal, que esencialmente establece que la 

objetividad se cumple por el Fiscal, cuando ha actuado conforme a derecho y obteniendo 

los elementos de cargo como los de descargo, durante su investigación desde la fase de 

investigación previa hasta la culminación de la etapa de instrucción fiscal. 

Este principio, también establece que el investigador (Fiscal), debe ponerse en una 

línea media, sin perjuicios actuando con imparcialidad, considerando las circunstancias 

que sirvan para acusar, como las de descargo que permitan atenuar al investigado 

(Sospechoso/Procesado). 

Este principio no es recientemente, ya existía y su incorporación fue cuando se 

trató en el octavo Congreso de las Naciones Unidas, en la ciudad de la Habana, el 27 de 

agosto de 1990, en la que funda a que: “Los Fiscales en el cumplimiento de sus funciones 

actuaran con objetividad, teniendo en cuenta la situación del sospechoso o procesado y 

de la víctima, prestando atención a todas las circunstancias, así sean ventajosas o 

desventajosas para el sospechoso” (delincuente, 1990). 

En nuestra legislación Ecuatoriana esta tipificada en el art. 5 numeral 21 del 

Codigo Orgánico Integral Penal, que expresa: En el ejercicio de su función, la o el Fiscal 

adecuará sus actos a un criterio objetivo, a la correcta aplicación de la ley y al respeto a 

los derechos de las personas. Investigara no solo hechos y circunstancias que agraven la 

responsabilidad de la persona procesada sino tambien los que eximan, atenúen o extigan” 

(Penal, Código Orgánico Integral Penal , 2014 ). 

Este cuerpo normativo antes citado, nos establece dos directrices esenciales que 

debe tener en claro un Fiscal, la primera es de que es el encargado de dirigir la 

investigacion pre procesal y procesal penal, al igual responsable del reserva de los 

elementos de convicción, ya que son los que permiten conocer la verdad de los hechos de 

un tipo penal; y la segunda es que impulsa el proceso en los delitos de acción pública, 

formulando acusación en caso de haber elementos suficientes que permitar acusar al 

procesado, las mismas que deben ser probadas en la etapa de juicio. 

 



46 
 

 

 

 

2.3. Preguntas de Investigación 

1.- ¿Qué derechos constitucionales se violentaron en la presente causa de 

estudio? 

Al hacer un estudio del presente caso se ha evidenciado la vulneración al derecho 

al debido proceso establecido en la ConsE, en su art. 76, el art. 8 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos Pacto San José, en lo referente al derecho a la defensa 

establecida en el art. 76 numeral 7 literal a, b, c y h establecida en la misma norma antes 

mencionada, el art. 8 numeral 2 de la Convención Americana de derechos humanos, el 

art. 14 numeral 3 literal b del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; en 

cuanto también al derecho del principio de igualdad de armas conocida en nuestra 

legislación Ecuatoriana como el principio de igualdad, establecida en la ConsE en su art. 

11 numeral 2, en concordancia al art. 66 numeral 4 ibídem, el art. 24 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos, el art. 1 numeral 1 ibídem y el art. 7 de la Declaración 

Americana de Derechos Humanos, otro derecho es el principio de objetividad estipulada 

en el art. 5 numeral 21 del COIP. 

2.- ¿Considera usted que todos los sujetos procesales dentro de un proceso de 

contienda penal tienen el derecho a la defensa? 

Hay que partir, enunciando que nos encontramos en un Estado garantista de 

derechos y justicia así lo determina el art. 1 inciso primero de la ConsE, por lo tanto, es 

un deber del Estado efectivizar a través de los poderes públicos (Función Judicial). Y es 

importante que ha todos los sujetos procesales, lo se han garantizados ya que se ampara 

bajo el principio de igualdad ante la ley establecida en el art. 11 numeral 2 y el art. 66 

numeral 4 y 75 de la ConsE, evitando de esta manera dejar en la indefensión. El derecho 

a la defensa, establece que todas las personas tienen aquel derecho sea cual sea su 

situación, en cada una de las etapas del procedimiento y nos establece un conjunto de 

garantías establecidas en el art. 76 numeral 7 de la ConsE, con estricta observancia y 
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garantizando el respeto al derecho al debido proceso tipificada en el art. 76 de la misma 

norma antes citada. 

 

3.- ¿Cómo se garantiza que el procesado efectivice una verdadera aplicación 

del principio de igualdad de armas? 

Pues se garantiza con la aplicación de armas de defensa que el Estado brinda a 

través de los cuerpos normativos y que su defensa técnica debe actuar en base a sus 

estrategias y conocimientos de defensa, siempre y cuando se lo permita hacer uso del 

derecho de la defensa en cada una de las etapas del proceso, con el objetivo de presentar 

pruebas, pedir la realización de diligencias, replicar. Y lo más importante cuando el 

procesado se encuentre en la misma igualdad de estatus que la Fiscalía como ente 

acusador, sea tanto como formal y material, más no en desventaja. Y el Fiscal cumpla con 

lo determinado en el art. 5 numeral 21 del COIP, al igual con el art. 597 del COIP, en la 

que indica que: “Los sujetos procesales gozaran de la libertad para obtener los elementos 

que sustentan sus alegaciones, para lo cual podrán ejercer todas las actividades 

investigativas y utilizar los medios de prueba. También podrá presentar a la o el Fiscal, 

los elementos de descargo que considere conveniente para su defensa. Si para obtenerlos 

se requiere orden judicial, la o el Fiscal la obtendrá de la o el juzgador” (Penal, Código 

Orgánico Integral Penal , 2014 ).  

En concordancia también a lo dispuesto en el mismo cuerpo normativo en su art. 

598 que enuncia que: “En la instrucción, cualquiera de los sujetos procesales podrá 

solicitar a la o al Fiscal que disponga la práctica de las pericias que sean necesarias para 

obtener los elementos de convicción” (Penal, Código Orgánico Integral Penal , 2014 ).  

De esta manera cumpliendo a lo dispuesto en el art. 76 numeral 7 literal b de la 

ConsE, que expresa: “Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la 

preparación de su defensa” (República, 2008). 

Y también a través de una educación humana, profesional, en base de valores 

éticos y morales, con la finalidad de buscar la verdad de los hechos y no simplemente 

verlo al procesado como un problema ante la sociedad, y que la solución no está en acusar 

fácilmente sin demostrar la existencia de la materialidad de la infracción y la 
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responsabilidad del procesado, ya que tenemos que tener en cuenta que goza del principio 

de presunción de inocencia una garantía importante establecida en el art. 76 numeral 2 de 

la ConsE, que indica que: “ Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada 

como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia 

ejecutoriada” (República, 2008).  

Así mismo en concordancia con el art. 5 numeral 4 del COIP, que expone que: 

“Toda Persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, 

mientras no se ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario” (Penal, Código 

Orgánico Integral Penal , 2014 ). 

4.- ¿Dentro del presente caso de estudio, la investigación pre procesal y 

procesal penal, que el Fiscal realizo fue conforme a derecho, cumpliendo el principio 

de objetividad? 

En la fase pre procesal, al ser un delito flagrante Fiscalía en los actos urgentes que 

realizó solo fue con el objetivo de recabar indicios que demuestren la responsabilidad de 

la conducta de los sospechosos para poder formular así cargos, pero no los de descargos 

ya que no se tomó sus versiones. Y en la fase procesal, precisamente en la etapa de 

instrucción fiscal, también se enfoca en la obtención de elementos de convicción de 

cargos con las que pueda Fiscalía dictar un dictamen acusatorio, más no se recabo 

elementos de descargos que atenúen o eximan de los cargos que se los imputan, a través 

de las diligencias solicitadas que pedía el procesado, con los que puedan sustentar sus 

alegaciones. Por lo tanto, se entiende que Fiscalía no actuó conforme a derecho, esto es 

el respeto al debido proceso estipulado en el art. 76 de la ConsE, y el derecho a la defensa 

estipulado en el art. 76 numeral 7 de la ConsE, al igual que tampoco es objetivo, 

inobservando el cumplimiento que tipifica el art. 5 numeral 21 del COIP. 

5.- ¿Porque es importante la aplicación del principio de objetividad por parte 

del Fiscal? 

Hay que partir primeramente con lo que determina sobre la objetividad Guillermo 

Cabanellas, y determina que es la: “Actitud crítica imparcial que se apoya en datos y 

situaciones reales, despojada de prejuicios y apartada de interés, para concluir sobre 

hechos o conclusiones” (Torres, 2014).  



49 
 

Esto en otras palabras da a entender, que una persona investigadora (Fiscal), su actuación 

sea imparcial, buscando la realidad de cómo se dieron los hechos, hay que mirar al mundo 

como se nos presenta y no como uno quiere que sea, soltando intereses políticos, 

económicos, sociales y religiosos, tampoco mezclando el trabajo profesional con 

relaciones amigables, familiares.  

Desde ahí se entiende que es importante su aplicación de este principio, porque 

permite que el Fiscal alcance la verdad de lo acontecido en un hecho delictivo, conforme 

a la aplicación de la ley y en base a la investigación ética, en la cual deben abordarse 

todos los elementos de convicción de cargo y de descargo bajo la premisa del principio 

de presunción de inocencia, y de esta manera tenga un claro panorama del caso que se 

encuentra en su conocimiento, con la que le permitirá dictar un dictamen acusatorio o de 

abstención. 

A su vez, esta permite que los sujetos procesales, puedan defenderse en igualdad 

de condiciones, respetando las garantías del debido proceso, el derecho que les asiste 

tanto la ConsE, las normas internas y los convenios y tratados internacionales en la que 

es parte el Estado Ecuatoriano, tanto al acusado, la víctima, ofendidos y demás 

intervinientes en el proceso. 

También porque el Fiscal, debe tener claro su rol, que lo faculta el COIP, según 

las características de investigador, de reserva, objetividad y siendo imparcial sin 

prejuicios durante todo el desarrollo del proceso, y es Él quien, desde un inicio, responde 

hacer mejor y verdadera justicia, en su poder está el destino de una persona de ser culpable 

o inocente del hecho investigado, su interés debe ser en que prime la justicia con estricto 

apego al principio de legalidad, más no en revancha, prepotencia, con el deseo de ganar 

un caso, acusando a una persona sin merecerlo de aquello. 

Para Ore Guardia, este principio establece que: “Los Fiscales, tienen la obligación 

de investigar y agotar el examen de todas las hipótesis penales, tanto para la persecución 

como para la defensa. Es decir, sin perjudicar ni favorecer a ninguna de las partes que 

intervienen en el proceso, siendo su actuación desinteresada o desapasionada, debiendo 

atenerse únicamente a la realidad objetiva, que les permita, en ciertos casos, incluso no 

acusar” (Guardia, 2011). 
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Al igual para Rodrigo Cerda San Martin, lo sintetiza en que: “En el ámbito penal, 

el Ministerio Público (Fiscalía), asume la conducción de la investigación desde su inicio 

y está obligado a hacer con objetividad, esto es, indagando los hechos constitutivos de 

delito, los que determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado” 

(Martin, 2011). 

Con todo lo expuesto se entiende que este principio lo que busca es que los 

Fiscales, actúen con profesionalismo, lealtad, buena fe y el respeto al derecho a la defensa 

que tiene los sujetos procesales. 

6.- ¿En qué consiste la tutela judicial efectiva?  

Hay que partir esta figura jurídica está establecida en el art. 75 de la ConsE, que 

indica que: “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 

efectiva, imparcial, y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios 

de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en la indefensión. El incumplimiento 

de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley” (República, 2008). 

Así mismo para José García Falconí: “La tutela judicial efectiva, es el derecho al 

libre acceso a los jueces y tribunales de justicia, obtener un fallo, a que el fallo se cumpla 

a fin de que el ciudadano afectado sea repuesto en su derecho y compensado si hubiera 

lugar a ello por el daño sufrido” (Falconi, 2004). 

También la Corte Constitucional del Ecuador, en sentencia N° 254-18-SEP-C, se 

pronuncia que este derecho consiste en: “La facultad de acudir a los órganos 

jurisdiccionales con el objeto de obtener una resolución respecto a un conflicto jurídico 

presentado, que deberá encontrarse fundamentada en derecho y haber sido dictada luego 

de sustanciado el proceso, observando y respetando las garantías procesales establecidas 

en la Constitución” (Ecuador C. C., Corte Constitucional del Ecuador, 2018). 

Este derecho para Osvaldo Alfredo Gozaíni dice que: “Durante todo el proceso 

comienza desde la entrada al proceso y continúa a través de toda la instancia, culminando 

con la sentencia que pueda ser ejecutada” (Gozaíni, 2007). 

Para Jesús González Pérez, también dice que este derecho es: “Un derecho de toda 

persona a que se le haga justicia; a que cuando pretenda algo de otra, está prestación sea 
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atendida por un órgano jurisdiccional, a través de un proceso con garantías mínimas” 

(Pérez, 1985). 

Según Juan Benalcázar, establece ciertas garantías que el derecho a la tutela 

judicial efectiva brinda: “primero el acceso a la justicia gratuita, segundo el acceso a la 

justicia no se debe ver mermado por falta de observancia en las formalidades del proceso, 

siempre y cuando las faltas de estas formalidades no impliquen un cambio sustancial en 

la resolución del proceso, conforme al art. 169 de la ConsE y el principio pro actione, 

tercero imparcialidad, así como la celeridad con la que debe administrarse la justicia, y 

finalmente es el cumplimiento de las resoluciones tomadas por la justicia” (Guerrón, 

2007). 

Con todo lo expuesto se dice que la tutela judicial efectiva, consiste que toda persona que 

al momento de presentar la demanda o denuncia, inicia el proceso por lo cual tiene 

derechos a acceder a los órganos de justicia, con la garantía de tener gratuidad en el 

servicio, igualdad y respeto al derecho al debido proceso, también que el desarrollo de su 

proceso sea resulta mediante sentencia y sea ejecutada su cumplimiento, y si no se está 

de acuerdo poder acceder a los recursos previstos por la norma. 

7.- ¿Identificar si existe la violación al principio de igualdad de armas, en el 

presente estudio de caso? 

Pues una vez analizado el presente proceso con N° 02281-2020-00308, por el 

delito de tráfico ilícito de sustancias sujetas a fiscalización, se identifica claramente que 

el principio de igualdad de armas fue violentado por parte del Fiscal del caso, en la etapa 

de instrucción fiscal, porque existe la desventaja de condiciones, ya que el Fiscal como 

ente investigador tiene en si un estrecha relación de todas las instituciones especializadas 

de investigación, medicina legal y ciencias forenses, y para poder obtener el sujeto activo 

del delito elementos de descargo debe acudir ante el Fiscal y sean despachadas, muchas 

de ellas no son resueltas, es así que sucedió dentro de este caso, en que el procesado Josué 

Abraham Lumbi Quisirumbay, para poseer armas suficientes, que puedan sustentar sus 

alegaciones, opta como mecanismo de defensa hacer varias peticiones de diligencias 

mediante escrito al Fiscal, teniendo como resultado nada. 

Entre las diligencias solicitadas ante el Fiscal son: 
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1.- Que se recepte la versión de la persona privada de la libertad de nombre José 

Luis Manobanda Guamán a fojas 47. 

2. – La extracción de la información de los equipos celulares específicamente de 

los mensajes de WhatsApp del teléfono celular marca Samsung color negro de propiedad 

del señor Juan José Savinovich Espinoza a fojas 48.  

3.- Que se recepte la ampliación de la versión de Josué Abraham Lumbi 

Quisirumbay, a fojas 68. 

4.- La extracción de la información de los videos de la cámara de seguridad de la 

Cooperativa Guaranda Ltda, a fojas 68. 

5.- Se recepte la versión de la señora Rosa Alexandra Verdezoto Cabrera, a fojas 

123. 

6.- Se realice la reconstrucción de los hechos, a fojas 123. 

8.- ¿Investigar si se puede presentar la acción extraordinaria de protección, 

cuando el Fiscal, vulnera derechos del procesado? 

Cabe indicar primeramente lo que ordena la ConsE, en relación a esta garantía 

constitucional e indica que: “La acción extraordinaria de protección procederá contra 

sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos 

reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso 

procederá cuando se haya agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del 

término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuere atribuible 

a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado” (República, 

2008). 

Al igual en el art. 58 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional indica el objeto que tiene esta garantía y que es: “La protección de los 

derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones 

con fuerza de sentencia, en los que se haya violado por acción u omisión derechos 

reconocidos en la Constitución” (Ecuador A. N., 2009). 
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A partir de lo expuesto, es muy claro y notorio lo que dice la normativa 

constitucional, que son contra sentencias o autos definitivos, y los únicos que dictan 

aquello son los Jueces más no los Fiscales, siempre que vulneren derechos reconocidos 

en la Constitución, a la vez esta procede cuando se haya agotado todos los recursos 

presentados en las cuales se evidencia vulneración de derechos y sus decisiones no son 

conforme a derecho. 

Entre los recursos está el recurso de apelación, revisión y casación, al igual en 

todas las instancias en primera instancia ante el tribunal de garantías penales, segunda 

instancia ante la Sala de la Corte Provincial de Justicia y tercera instancia ante la Corte 

Nacional de Justicia. 

Hay que tener en cuenta que el momento oportuno, para subsanar cualesquiera 

cuestiones que puedan afectar la validez del proceso, donde se evidencie vulneración de 

derechos, provocando indefensión de las partes, es en la audiencia de preparatoria de 

juicio así lo determina el art. 604 numeral 2 del COIP, y que estipula lo siguiente: “ La o 

el Juzgador resolverá sobre cuestiones referentes a la existencia de requisitos de 

procedibilidad, cuestiones prejudiciales, competencia y cuestiones de procedimiento que 

puedan afectar la validez del proceso. La nulidad se declarará siempre que pueda influir 

en la decisión del proceso o provoque indefensión. Toda omisión hace responsable a las 

o los juzgadores que en ella han incurrido, quienes serán condenados en las costas 

respectivas” (Penal, Código Orgánico Integral Penal , 2014 ). 

Y aun así el juez no resuelve estos vicios formales expuesto por las partes, que fue 

vulnerado por el Fiscal, pues ya se evidencia que su decisión en sentencia o auto 

definitivos vulnera derechos, a partir de aquello se interpone el recurso de apelación y 

también se evidencia vulneración de derechos, posteriormente interpone el recurso de 

casación de igual manera se vulnera pues, ya evidenciado el usos de todos los recursos y 

agotado todos las instancias pues ahí ya cabe presentar la acción extraordinaria de 

protección la misma que al momento de tomar la decisión, evidenciando la existencia de 

vulneración de derechos, la sala de la Corte Constitucional envía el proceso con la 

decisión al Juez de primer nivel donde inicio la vulneración del derecho, para que resuelva 

y de esa manera que los derechos vulnerados del procesado por parte del Fiscal sean 

subsanadas, por lo cual el Juez declarará la nulidad desde donde se evidencia la 
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vulneración de los derechos, en este presente caso en la etapa de instrucción fiscal, por la 

que el Juez puede determinar un nuevo plazo de instrucción fiscal. 

Con todo lo expuesto, entonces se puede entender que no se puede presentar esta 

garantía directamente, porque se debe agotar todos los recursos ordinarios y 

extraordinarios y cabe contra sentencias y auto definitivos donde se evidencia vulneración 

de derechos establecidos en la Constitución, pero a la final si se puede subsanar la 

violación de los derechos violentados tanto del Fiscal como los del Juez, quienes serán 

condenados en costas concernientes. 
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CAPITULO III: Descripción del Trabajo Realizado 

3.1. Redacción del Cuerpo de Estudio del Caso 

El presente análisis de caso, con causa número 02281- 2020- 00308, por el 

presunto delito de TRÁFICO ILÍCITO DE SUSTANCIAS SUJETAS A 

FISCALIZACIÓN, inicia con el parte policial No: 2020051303551561104, del 13 de 

mayo del 2020, emitido por los policías los mismo que detallan que: 

En el Centro de Privatización de personas Adultas en Conflicto con la Ley de la 

ciudad de Guaranda, son aprehendidos dos ciudadanos de nombres  Juan José Savinovich 

Espinoza y Josué Abraham Lumbi Quisirumbay, el policía en el momento de su 

aprehensión procede a dar lectura de los derechos constitucionales estipulado en el Art 

77 numerales 3 y 4; debido a que el ciudadano Juan Savinovich realiza el ingreso de la 

encomienda, posteriormente se realiza el respectivo registro, en la que se encuentra los 

siguientes indicios: una tarrina de logotipo LAVA, cuyo interior se encontró cuatro 

fundas de plástico transparente con sustancia presumiblemente droga. 

Manifestando los dos ciudadanos aprehendidos de manera voluntaria que dicha 

encomienda era dirigido para personas privadas de libertad de nombres Washington 

Romero y Leonardo Asqui Pasos, y con el respectivo registro personal de cada uno se 

encuentra dos celulares de marcas Nokia y Samsung, por lo cual se da conocimiento al 

Fiscal de turno Abg. Cristian Lucio y conjuntamente con los peritos realizan las pruebas 

preliminares de campo, acta de verificación y pesaje dando un resultado positivo a 

Cocaína con peso neto de 86.2 y bruto de 88.6, y todos los indicios ingresados con cadena 

de custodia. 

En tal sentido al ser un delito flagrante, de conformidad lo dispone el artículo 

527del COIP, la conducta realizada por los presuntos infractores aprehendidos, el Fiscal 

posteriormente, ordena realizar las siguientes diligencias como actos urgentes de acuerdo 

a lo estipulado en el artículo 583 ibidem, estas son: receptación de versiones, 

reconocimiento del lugar de los hechos y pericias. 

De acuerdo a lo expuesto al Art. 582 del COIP, se recepta las versiones de los 

policías de nombres Olivares Peña Fredy Selso y López Coloma Diego Alejandro, 



56 
 

diligencia realizada con la misma fecha del 13 de mayo del 2020, pero en horas diferentes, 

quienes en síntesis manifiestan que se remiten al parte policial, agregando que dieron a 

conocer inmediatamente a las Unidades de Narcóticos, para que realicen el respectivo 

procedimiento, luego se trasladan a una Casa de Salud, para el respectivo chequeo 

médico, finalmente obteniendo los certificados médicos. 

Entre las pericias realizadas constan: El informe de acta de entrega de evidencias 

a la bodega de acopio temporal, realizado por el Sgos. Wilmer Rodrigo Fierro Taco, en 

la que describe las características de los celulares.  

El informe de formulario único de cadena de custodia realizado por Sgos. Wilmer 

Rodrigo Fierro Taco, en la que detalla los datos de los indicios incautados. 

El informe pericial, de verificación y pesaje de la sustancia aprehendida, realizado 

por el Sgos. Wilmer Rodrigo Fierro Taco, detallando en la parte pertinente que es 

realizado con la balanza marca OHAUS, modelo SCOUT PRO SP202, obteniendo un 

resultado de peso bruto 88,60 gramos, peso neto de 86,20 gramos.  

Se realiza el reconocimiento del lugar de los hechos, según como dispone el Art. 

560 del COIP, realizado por el Cbop. Julio Cesar Arteaga García, el dia 13 de mayo del 

2020 aproximadamente a las 20H00 PM, en la que concluye que el lugar objeto del 

reconocimiento si existe, se encuentra localizado en el Centro de Privación de Personas 

Adultas en Conflicto con la Ley, calle Elisa Mariño de Carvajal del Cantón Guaranda, 

describiendo como una escena “Cerrada”, de las siguientes características: construcción 

de cemento armado, de 2 pisos, color taxo, dicha calle es de circulación vehicular y 

peatonal, presenta aceras peatonales, postes de alumbrado público, tendido eléctrico.  

Para resolver la Situación Jurídica de los Aprehendidos, el Fiscal conforme lo 

establece el Art. 444 numeral 9, dirige un oficio a la Unidad Judicial Penal de Guaranda, 

con el fin de que señale día y hora para la respectiva audiencia de flagrancia, dicha 

audiencia se realiza ante la autoridad competente; el Fiscal con los elementos de 

convicción suficientes obtenidos, formula cargos solicitando el inicio de la etapa de 

Instrucción Fiscal, por el delito tipificado en el Art. 220 numeral 1 literal c del COIP, a 

su vez la medida cautelar de la Prisión Preventiva. 
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El Juez dicta su resolución calificando la legalidad de la aprehensión, en cuanto 

no se han vulnerado Derechos Constitucionales, porque la aprehensión fue después de 

haber hecho el registro de la encomienda, y al no haber existido interrogatorios, por lo 

cual formula cargos dando el inicio de la Instrucción Fiscal con una duración de 30 días, 

que comenzara a correr una vez que sean  habilitados los plazos y términos por la Corte 

Nacional de Justicia, suspendidos por la situación de la Emergencia Sanitaria por la 

Pandemia COVID 19, de acuerdo al  Decreto Ejecutivo número 1017-2020 de fecha 16 

de marzo del 2020, el Acuerdo Ministerial número126-2020 de fecha 11 de marzo del 

2020, suscrito por la Ministra de Salud Pública; resolución número 028-2020 de fecha 14 

de marzo 2020, y 038-2020 de fecha 17 de abril del 2020 por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura, la resolución número 04-2020 de fecha 16 de marzo del 2020, por el Pleno de 

la Corte Nacional de Justicia; a su vez el presente proceso se tramitará por el 

Procedimiento Ordinario, y finalmente se dicta la medida cautelar de la Prisión Preventiva 

para los dos ciudadanos, girando las respectivas boletas de encarcelamiento. 

Durante la etapa de Instrucción Fiscal; el Fiscal, reúne los siguientes elementos 

de convicción: 

El certificado emitido por la Librería San Pedro, en la que certifica que, si atendió 

al público el dia 13 de mayo 2020, en un horario de 08h00 hasta las 13h00. 

Las versiones de los procesados: De Juan José Savinovich Espinoza, manifiesta 

en lo pertinente que al haber llegado a la puerta de la cárcel el señor Josué Lumbi le dice 

que le dé  teniendo un ratito la funda porque le llamaron al celular, posterior el señor Solís 

le pregunta si voy a ingresar esa funda y digo si, luego le entrega al policía el cual me 

hace entrar, realizando el respetivo registro de la encomienda, me doy cuenta que el 

interior habido droga, entonces en ese momento me preguntan de quien le había dado la 

funda respondo que es Josué Lumbi, luego llega después de 10 minutos Lumbi y digo él 

es, le ingresaron a él también, y nos detuvieron a los dos. 

En cuanto de Josué Lumbi Quisirumbay, expresa en lo esencial de que recibió una 

llamada de Washington Romero entre eso de las once de la mañana, del día 13 de mayo 

2020, manifestándome que le debo entregar una funda a Savinovich, luego me llamaron 

al celular para que le dé comprando unas pinturas, yo venía comprando las pinturas y 

cuando estaba aquí el señor Savinovich me señala de que yo le he dado la funda, me hacen 
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ingresar me requisan no encontrándome nada, y de ahí ya nos detuvieron, yo no sé porque 

estoy aquí, pero esa funda había tenido droga. 

Un Certificado emitido por la Cooperativa de Ahorro y Crédito Guaranda, en la 

que remite la copia de los videos de seguridad de la entidad, correspondiente al día 13 de 

mayo del 2020 desde las 11H30 hasta las 13H00. 

El informe pericial químico, realizado por el perito del Laboratorio de 

Criminalística y Ciencias Forenses de la Provincia Chimborazo Dr. Wilson Edwin 

Moncayo Molina, que llega a la conclusión de que la muestra analizada es polvo granular 

de color blanco hueso, con peso de 0,2 gramos dando resultado para base de cocaína. 

Siendo así una vez terminada la Instrucción Fiscal, se lleva a cabo la respetiva 

audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, en esta etapa procesal, el Fiscal en base 

a los elementos de convicción obtenidos, realiza su dictamen acusatorio, pronunciándose 

en cuanto al procesado Josué Lumbi Quisirumbay de que se ha demostrado la 

materialidad y responsabilidad de su actuar en calidad de coautor, a la vez anuncia los 

medios de pruebas que sustentaran su acusación Fiscal en la respectiva etapa de juicio y 

solicita que se dicte el auto de llamamiento a juicio en su contra por adecuar su conducta 

al tipo penal del Art. 220 numeral 1 literal c del Código Orgánico Integral Penal. 

En cuanto al procesado Juan José Savinovich Espinoza, con asesoramiento de su 

Defensor Público, y su voluntad accede someterse al procedimiento abreviado, con los 

elementos de convicción obtenidos que demuestran la materialidad y responsabilidad, por 

lo cual solicito sea declarado culpable imponiéndole 20 meses de pena privativa de 

libertad. 

Mientras tanto la defensa técnica del procesado Abraham Lumbi Quisirumbay, 

manifiesta que Fiscalía, ha demostrado la materialidad pero no la responsabilidad del 

delito investigado y como elemento de prueba hace el uso del testimonio de mi defendido 

lo cual hay ley expresa de no autoincriminación y mediante las versiones de Savinovich 

y del policía Olivares, quiere demostrar Fiscalía la responsabilidad, al no existir ningún 

peritaje que demuestre que Lumbi tenía la funda, que conocía del contenido de dicho 

objeto, video en la que se visualice de que realizan juntos el ingreso de la encomienda, 

por lo tanto no se puede llevar a juicio, por tales consideraciones solicita que se dicte 
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Auto de Sobreseimiento, y al no ser aceptada la solicitud, anuncia los medios de prueba, 

que sustentaran su teoría del caso en la respectiva etapa de juicio. 

Tomando en consideración lo manifestado por los sujetos procesales, el Juez 

decide en cuanto al procesado Josué Abraham Lumbi Quisirumbay, al existir elementos 

de convicción suficientes, y demostrados en esta audiencia, dicta el Auto De Llamamiento 

a Juicio por haber adecuado su conducta al Art. 220 numeral 1 literal c, en calidad de 

coautor conforme el Art. 42 numeral 3) del COIP, se ratica las medida cautelares debiendo 

mantener su libertad, en cuanto a las pruebas se aceptan todas no hay exclusión alguna.  

En consiguiente, respecto de Juan José Savinovich Espinoza, se ha cumplido con 

todos los presupuestos jurídicos que permite la aplicación del procedimiento abreviado, 

dicta sentencia condenatoria por haber adecuado su conducta al Art, 220 numeral 1 literal 

c), imponiéndole a 20 meses de pena privativa de libertad, debiendo descontarse el tiempo 

privado de su libertad, en virtud a lo dispuesto al Art 69 numeral 1 literal c) se condona 

la multa, por lo tanto deberá cancelar como multa el 50% de un salario básico unificado 

del trabajador en general, al haber justificado extrema pobreza del sentenciado, a fin de 

dar cumplimiento a los dispuesto al artículo 78 de la Constitución de la República y 

numeral 6 del art, 622 y 628 del COIP, como mecanismo de reparación integral, se 

dispone que el sentenciado no vuelva a cometer los actos por los cuales se le ha impuesto 

la pena. Ejecutoriada que sea esta sentencia gírese la boleta de Encarcelamiento 

Al existir resolución de auto de llamamiento de Juicio de acuerdo al Art. 608 del 

COIP, se instala y se realiza la respectiva audiencia de Juzgamiento conforme al Art. 612 

del COIP, con fecha 31 de diciembre del 2020 a las 18h08 PM,  con la presencia de los 

sujetos procesales, ante el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar; en primer lugar se 

da inicio con la intervención de Fiscalía en su alegato inicial, da a conocer su teoría del 

caso, seguidamente la práctica de sus pruebas, y finalizando con su alegato final 

solicitando de que se declare la culpabilidad al acusado por haber adecuado su conducta 

al tipo penal de tráfico ilícito de sustancias sujetas a fiscalización tipificada en el Art. 220 

numeral 1 del Código Orgánico Integral Penal, en grado de coautoría conforme lo dispone 

el Art. 42 numeral 3 de la norma ibidem; en lo posterior continua la defensa técnica del 

procesado, el cual también en su alegato inicial expresa su teoría del caso, durante la 

práctica de la prueba el Juez Ponente hace la consulta al Procesado si desea rendir su 

testimonio o quiere acogerse el derecho al silencio; la misma que es expresada de 
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acogerse derecho al silencio, y no es practicada ninguna prueba, finalizando su 

intervención con su alegato final solicitando la ratificatoria de inocencia para su 

defendido, ya que Fiscalía no ha demostrado que la conducta del acusado haya incurrido 

en algunos de los verbos rectores del tipo penal del Art. 220 numeral 1 del Código 

Orgánico Integral Penal, una vez escuchadas y terminada las intervenciones de los sujetos 

procesales; el Tribunal analiza, delibera y anuncia su resolución, en cuanto a la 

materialidad si existe la infracción, con los informes periciales, la existencia del lugar 

donde se cometió la infracción y testimonios de los agentes que realizaron los informes 

que manifiesta que la sustancia incautada, llevada a estudio da positivo para base de 

cocaína con peso neto de 86,2 gramos. Pero en cuanto a la responsabilidad existe ausencia 

ya que Fiscalía, renuncio al testimonio del Señor Juan Savinovich, el testimonio del 

Agente de Policía Diego Alejandro López Coloma, es solo testigo referencial, ya que el 

no presencio dicha infracción de los procesados, sino que le llamaron para que vaya a ver 

lo sucedido, ya que se encontraba en la garita 2 y quien si estaba es el Sargento Olivares 

en el filtro 1, en tal sentido las pruebas debe tener nexo causal, mas no presunciones, por 

lo tanto Fiscalía durante la audiencia no ha probado los actos directos e inmediatos que 

el procesado haya ejecutado; el accionar del Señor Juan José Savinovich Espinoza, quien 

según la tesis de Fiscalía fue sentenciado como autor ilícito, y que su entender al entregar 

la sustancia que tampoco se probó que actuaron de forma conjunta con el mentado 

procesado, tras existir un acuerdo común intentaron ingresar una tarrina que contenía 

alcaloide al Centro de Privación de Libertad de Personas Adultas en Conflicto con la Ley 

de la ciudad de Guaranda, a fin de entregar a un interno amigo del procesado, 

circunstancias que no fueron corroborados en legal y debida forma. El Tribunal por 

unanimidad con el convencimiento de que no se ha desvanecido el estado de inocencia le 

corresponde al procesado, mismo que se encuentra consagrado Constitucionalmente y por 

Tratados Internacionales como la Convención Americana de Derechos Humanos o el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en observancia al Art. 11.1 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, Administrando Justicia en el Nombre 

del Pueblo Soberano del Ecuador y por Autoridad de la Constitución y las Leyes de la 

República, se ratifica el Estado de Inocencia del procesado José Abraham Lumbi 

Quisirumbay y se levanta todas las medidas cautelares en su contra en la presente causa 

según lo establece el Art. 619 numeral 5 del COIP.  
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3.2. Metodología 

Metodología de la Investigación 

Dentro del presente estudio de caso se aplicó métodos, tipos y técnicas de 

investigación; que fueron esenciales para la obtención de la información histórica, 

doctrinaria y legal, de tal forma que mediante aquello se podrá estudiar, analizar la 

profundidad los hechos suscitados en el presente caso, con esto me permite fundamentar 

las falencias existentes que es el objetivo y resultado esperado del trabajo. 

Métodos: 

1.- Método Cualitativo. – Es el principal método, ya que por medio de este 

método se pudo adquirir la información necesaria para el desarrollo del tema investigado, 

esta consiste en recabar información a través de discursos, percepciones, inquietudes, 

entrevistas, de esta manera fundando nuevos conocimientos que nos brinda la comunidad 

científica, a raíz de la práctica ya estudiada y realizada. 

2.- Método Analítico. – Este método fue aplicado en el presente trabajo, ya que 

inicia de lo general a lo más específico, es decir la información obtenida la separamos 

para lograr obtener datos más concretos, la cual me ha permitido visualizar la existencia 

de falencias por no haber despachado las peticiones que uno de los procesados solicitaba 

para la obtención de elementos de descargo, vulneraron así derechos y principios 

constitucionales. 

3.- Método deductivo. – Es la que permite llegar a una conclusión sensata, en 

base a las aseveraciones sean estas verdaderas, a través de toda la información obtenida. 

4.- Método Crítico-jurídico. – En materia jurídica es muy aplicado este método, 

y he utilizado porque me permite a mi como investigador en derecho, comprender a raíz 

de la observación jurídica las falencias, fallos, erróneas actuaciones por parte de los 

sujetos procesales, las mismas que deben ser criticadas y contradichas, en base a 

normativa, doctrina, y conocimientos, ya que merecen ser discutidos. Y fue importante 

su aplicación en la presente causa de estudio, ya que pude discutir la indebida actuación 

del Fiscal, de porque vulnero derechos, principios del Procesado, que se encuentra 

garantizados en la supra norma y demás cuerpos legales. 
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Tipos: 

1.- Investigación bibliográfica. – Este método me permitió obtener la 

información del tema investigado, que se encuentran en libros, cuerpos normativos, en 

diferentes fuentes, para profundizar un estudio minucioso a través de doctrina, conceptos, 

teorías, para su mejor entendimiento a la problemática planteada dentro de la 

investigación. 

2.- Investigación documental. – Es un procedimiento en la que se debe indagar, 

recolectar, organizar, analizar e interpretar la información y datos en relación a un tema 

determinado mediante la lectura de libros, documentos, fuentes bibliográficas. 

3.- Investigación aplicada. – Es la que permite resolver el problema trazado 

dentro de la investigado, para de esa manera buscar y afirmar la información para su 

aplicación. 

Técnicas: 

Observación. – Es importante esta técnica en una investigación, porque consiste 

en visualizar hechos, casos, objetos, fenómenos, obteniendo así información para 

finalmente registrarla y examinarla 
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CAPITULO IV: Resultados 

4.1 Resultados de la Investigación Realizada 

Con la investigación realizada dentro del presente estudio de caso, claramente se 

ha evidenciado la vulneración de los derechos consagrados tanto en la Constitución como 

en los tratados y convenios internacionales y normativa interna, estos son los derechos 

que tiene el procesado, al derecho al debido proceso establecido en el art. 76 de la 

Constitución de la República del Ecuador, así como en el art. 8 de la Convención 

Americana de derechos Humanos, al derecho a la defensa establecido en el art. 76 

numeral 7 literales a, b, c, d y h de la Constitución de la República del Ecuador, el art. 8 

numeral literal c de la Convección Americana de Derechos Humanos, el art. 14 numeral 

3 literal b del Pacto Internacional de derechos civiles y políticos;  principio de igualdad 

de armas que tiene apego absoluto al principio de igualdad, determinado en el art. 11 

numeral 2 y art. 66 numeral 4 de la Constitución de la República del Ecuador, el art. 24 

de la Convención Americana de Derechos Humanos, el art. 7 de la Declaración 

Americana de Derechos Humanos, el principio de objetividad estipulado en el art. 5 

numeral 21 del Código Orgánico Integral Penal, con todo aquello se evidencia la 

violación al derecho a la tutela judicial efectiva establecida en el art. 75 y la seguridad 

jurídica en el art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador;  los mismos que 

garantizan que el desarrollo de un proceso judicial sea conforme a las garantías y 

principios establecidos en la Constitución e instrumentos internacionales, con respeto y 

estricta observancia del debido proceso que tienen todos los sujetos procesales, en este 

caso un derecho del procesado, con la finalidad de tener un proceso transparente y justo. 

Al igual la norma establece que sea en igualdad de condiciones, se respete el 

derecho a la defensa, tener el tiempo suficiente y los mecanismos para la preparación de 

su defensa, de que el Fiscal actúe con objetividad en su investigación recabando 

elementos de convicción tanto de cargo como los de descargos, es así que se evidencia 

que el Fiscal no cumple con la normativa, por lo cual la sustanciación de este proceso 

cuenta con vicios formales de procedibilidad, en la que se debería declarar la nulidad por 

parte del Juez de la Unidad Judicial penal del Cantón Guaranda, cosa que no fue así 

porque la defensa técnica del procesado lo pasó por alto, al no pronunciarse en el 

momento oportuno como lo es en la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, por 
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lo cual se nota que la defensa técnica no realizó una defensa competente en aquella etapa 

procesal penal. 

Pero de la misma forma el Juez de la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda, 

no velo por los derechos de las partes, al ser un Juez investido de autoridad para dictar 

decisiones donde se deben garantizar derechos constitucionales e internacionales, lo que 

debía hacer es declarar la nulidad por existir vicios en la sustanciación del proceso durante 

la etapa de instrucción fiscal por parte del Fiscal del caso que vulnera derechos 

constitucionales del procesado, las mismas que son subsanables. 
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4.2. Impacto de los Resultados de la Investigación 

Una vez estudiada y analizada minuciosamente la causa de número 02281-2020-

00308, por el delito de Tráfico ilícito de sustancias sujetas a fiscalización, al tener claro 

el precedente y obtener un resultado acorde a los objetivos planteados en el presente 

trabajo, se ha producido un impacto jurídico, ya que a lo establecido en el art. 5 numeral 

21 del Código Orgánico Integral Penal, el Fiscal que estaba al frente del desarrollo de la 

investigación de este caso, no fue objetivo su actuar al momento de la etapa de instrucción 

fiscal, al tener que obtener elementos de cargos y descargos, pero no los obtuvo los de 

descargos al no despachar y realizar las diligencias solicitadas por el procesado Josué 

Abraham Lumbi Quisirumbay, lo cual nace de aquello vulneración a ciertos derechos 

constitucionales como lo es el derecho a la defensa, al principio de igualdad de armas e 

igualdad, connotándose a la final que la sustanciación de este proceso no se respetó el 

derecho al debido proceso, que todos los procesos sea cual sea la materia en discusión 

debe ser resuelta. 

Estos derechos y principios que deben ser garantizados y aplicados por los 

administradores de justicia y órganos auxiliares de la Función Judicial, más, sin embargo, 

no son aplicados, en consecuencia, quedando simplemente en letra muerta, cosa que no 

debe ser así porque perjudica al procesado, por el simplemente hecho de que el Fiscal al 

tener más acusaciones puede ser el mejor, más bien esto de una u otra manera viola 

derechos constitucionales. Frente a esto, lo adecuado, legal y favorable, que debió haber 

hecho el Juez de la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda, es declarar la nulidad de 

todo lo actuado hasta la fecha,  y de esa manera el Fiscal nuevamente evacue elementos 

de descargos en las que el procesado con aquellas tenga suficientes armas para atacar a 

las alegaciones presentadas por el Fiscal en la audiencia de evaluación y preparatoria de 

juicio, lo que permitiría dejar sin prueba suficiente en las que pueda demostrar la 

responsabilidad del procesado, lo cual también permitiría abstenerse de acusar el juez 

dicte su auto de sobreseimiento y no tenga que haber sido llamado a juicio permitiendo 

aquello ahorrar tiempo y dinero al tener que pagar al abogado por la prestación de sus 

servicios profesionales. 
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CAPITULO V 

CONCLUSIONES 

1. Una vez hecho una investigación doctrinaria y legal, sobre el derecho a la defensa 

se concluye que es de tal importancia su aplicación por parte de los organismos 

de justicia y órganos auxiliares de la función judicial, ya que esta permite que la 

sustanciación de un proceso judicial a las partes intervinientes en ella se las brinde 

y se las respeten con las garantías que este derecho establece, de esa manera 

obtener un proceso transparente y justo,  dichas garantías establecidas en nuestra 

carta magna en su art. 76 numeral 7 entre ellas esta: “Que en todo proceso se debe 

respetar el derecho a la defensa, tener el tiempo suficiente para preparar una 

defensa técnica, ser escuchado en todo momento con igualdad de condiciones,  

todo proceso es público excepto los que la ley prohíbe, nadie puede ser 

interrogado sin presencia de su abogado, contar con un traductor, contar con un 

abogado público o de su elección, tener derecho a la réplica de los hechos que la 

otra parte interpone, los testigos y peritos deben comparecer ante un juez, ser 

juzgado por un Juez, una resolución debe ser motivada, lo cual a lo posterior le 

permitirá recurrir a una apelación de cualquier fallo por parte del Juzgado” 

(República, 2008). 

Pero por parte del Fiscal no se la cumple, en consecuencia, no se respeta el debido 

proceso, como resultado dejando al procesado en la indefensión. 

2. En el presente caso planteado, se ha comprobado que es de tal importancia el 

estudio del principio de igualdad de armas, a partir de la relación que tiene con el 

principio de igual estipulado en la Constitución en sus art. 11 numeral 2 y art. 66 

numeral 4, en concordancia con el art. 24 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, ya que dentro del proceso se ha vulnerado el derecho a la 

defensa, en cuanto el procesado no se encontraba en igualdad de condiciones en 

la etapa de instrucción fiscal, de contar con las mismas armas suficientes como 

los de Fiscalía para poder alegar las acusaciones expuestas por el Fiscal, mediante 

los elementos de convicción que a lo posterior se convertiría en prueba. Dichas 

armas consisten de manera formal la normativa sea aplicada para todos y estamos 

sometidos al mismo tribunal, no porque soy pariente de algún juez, funcionario 

no puedo someterme a cualquier tipo de tribunal sino al que uno pida por acuerdos 
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con el juez familiar, y de manera material, tener los mismos mecanismos de 

defensa ya que porque la una parte tenga suficientes elementos para atacarme me 

puede condenar y por más pobre que sea venderme, eso es lo que protege aquel 

principio, en fin buscando una balanza equilibrada para ambas partes. 

3. Finalmente se puede decir que la finalidad del principio de objetividad, busca que, 

en un proceso penal, el Fiscal sea cien por ciento profesional, al momento de estar 

en sus manos el conocimiento de un caso, ya que está en juego el destino de una 

persona sea esta la libertad o la privación de su libertad, y al ser también una 

atribución debe ser objetivo al momento de obtener los elementos de convicción 

que aclare la verdad de los hechos, más no la culpabilidad, ya que esto permite a 

la sociedad creer en que existe una verdadera justicia, y no suceda como en el 

presente caso que el Fiscal, solo se inclinó en buscar la culpabilidad de los 

procesados, más no la verdad, porque si fuera lo contrario debía haber realizado 

las diligencias solicitadas por el procesado y con aquellos elementos se puede 

encontrar información, teniendo así más claro la película de lo sucedido y no que 

el Fiscal construya su misma película, sin embargo vivimos en un país donde la 

función judicial nada caso omiso hace de lo que la sociedad suplica.  
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